


















 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente: 11001333501420190010300                   
Demandante: LIGIA ESPERANZA MÉNDEZ 
Demandado:
   

NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A 

Vinculado: BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL –SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL 

 
En desarrollo de las medidas para retomar las actuaciones judiciales de los medios 
de control previstos en la Ley 1437 de 2011 en el marco de la actual emergencia 
sanitaria por la COVID -19 y atendiendo los protocolos establecidos en los acuerdos 
PCSJA20-115671 y y PCSJA20-115812 expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura, este Despacho hace uso de las herramientas digitales 
para dar continuidad a las audiencias en las cuales se deberán tener en cuenta los 
siguientes parámetros: 
 

1. Las audiencias se realizarán por medios virtuales a través del aplicativo 
Microsoft Teams, para lo cual se enviará invitación de conexión desde el 
correo de notificaciones judiciales de este Despacho, a las partes y sus 
apoderados para que se conecten en la hora y fecha indicada en el presente 
auto.  
 

2. Los asistentes deben disponer de una conexión óptima a través de 
computador o equipo celular que garantice su permanencia durante la 
duración de la diligencia, con uso de cámara y micrófono para poder 
intervenir. 
 
Si la conexión se hace a través de PC, el interviniente puede descargar la 
aplicación Microsoft Teams o unirse en línea; si se realiza a través de teléfono 
celular, previamente debe haber descargado la referida aplicación.  

 
3. El lugar que disponga cada uno de los intervinientes de la audiencia debe 

estar alejado de ruidos o distracciones externas que alteren el curso normal 
de la videograbación. Deben además cuidar su presentación personal por 
cuanto la utilización de medios virtuales no le resta formalidad a la diligencia. 
  

4. Para efectos de lo anterior, dentro de los tres (03) días siguientes a la 
notificación de este auto, las partes y sus apoderados deben indicarle a este 
Despacho la dirección electrónica a través de la cual se conectarán a la 
audiencia virtual, con el fin de poder enviarles la invitación y el link para su 
realización.  
 
De igual manera y si es del caso, deben allegar las direcciones personales 
de correo electrónico para citación de testigos, interrogados, peritos, 

                                                 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 



 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

llamados en garantía, litisconsortes y todos aquellos que sean 
convocados a la audiencia. 
 

5. A más tardar el tercer día hábil antes de la fecha programada para la 
audiencia, los intervinientes deberán aportar por medios electrónicos al 
correo de notificaciones del juzgado en formato PDF los siguientes 
documentos: 
 
- Poder legalmente conferido para ejercer la representación judicial si 

acuden como apoderados principales o sustitutos, junto con la respectiva 
tarjeta profesional de abogado en caso de no estar previamente 
reconocidos en el proceso. Se advierte que si no se reciben tales 
documentos dentro del plazo otorgado anterior a la fecha de la audiencia 
virtual, NO podrán intervenir en la diligencia. 
 

- Digitalización de acta o de la certificación proferida por el Comité de 
Conciliación de las entidades públicas, en donde conste la decisión 
adoptada referente a la posibilidad de conciliar en el caso concreto, para 
efectos de las audiencias de que tratan los artículos 180 numeral 8º y 192 
del CPACA. 

 
- Copia escaneada por ambas caras de los documentos de identificación si 

acuden como testigos o peritos con el fin de cotejar su identidad al 
momento de la instalación de la audiencia virtual. 

 
6. Se advierte que es carga de las partes preparar su intervención y conocer el 

expediente previo a la realización de la audiencia. Para ello deben consultar 
los documentos que a lo largo de las actuaciones se han dado a conocer 
mediante correo electrónico y si, de manera excepcional, requieren acudir al 
juzgado para la verificación física de documentos, deben cumplir con los 
protocolos de bioseguridad previstos por el Consejo Superior de la 
Judicatura, evitar aglomeración de usuarios, y solicitar cita previa sujeta a la 
autorización del titular del Despacho a través de los canales oficiales 
dispuestos para tal fin, en particular el formulario ubicado en el micrositio web 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-14-administrativo-de-bogota, 
suministrando los respectivos datos de contacto. 
 
Se reitera que la atención al público es restringida única y exclusivamente en 
los horarios de atención al público que se establezca para los juzgados 
administrativos de Bogotá.  
 
El Despacho podrá suministrar de forma excepcional copia escaneada de 
máximo de 25 folios por expediente siempre que así lo soliciten las partes 
con una antelación no menor a tres (03) días antes de la audiencia. 
 

7. Atender las instrucciones que se brinden por el funcionario del juzgado.  
  
Ahora, teniendo en cuenta que en auto anterior fue programada audiencia inicial 
para el día 31 de marzo de 2020 con asistencia presencial en la Sede Judicial CAN 
y que no fue posible desarrollar con ocasión de la emergencia sanitaria, la misma 
debe ser realizada virtualmente conforme a los parámetros señalados, de 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-14-administrativo-de-bogota
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conformidad con el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. Para ello, el Despacho DISPONE: 

REPROGRAMAR la AUDIENCIA INICIAL (modalidad virtual) del artículo 180 de la 
Ley 1437 de 2011, para el día 24 de septiembre de 2020 a las 02:00 p.m., a través 
de la aplicación Microsoft Teams. 

PREVENIR a los apoderados de las partes que la comparecencia a esta audiencia 
es obligatoria, ya que de no existir causa justificada que impida su concurrencia, se 
impondrá la sanción pecuniaria prevista en el numeral 4° del citado artículo 180 de 
la ley 1437 de 2011. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. - SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia 
anterior hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m. 
 
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO  

 
JAMS 
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-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente: 11001333501420190016100                   
Demandante: JIMMY LEONARDO MORALES MORA 
Demandado:
   

NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

Vinculado: BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL –SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL 

 
En desarrollo de las medidas para retomar las actuaciones judiciales de los medios 
de control previstos en la Ley 1437 de 2011 en el marco de la actual emergencia 
sanitaria por la COVID -19 y atendiendo los protocolos establecidos en los acuerdos 
PCSJA20-115671 y y PCSJA20-115812 expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura, este Despacho hace uso de las herramientas digitales 
para dar continuidad a las audiencias en las cuales se deberán tener en cuenta los 
siguientes parámetros: 
 

1. Las audiencias se realizarán por medios virtuales a través del aplicativo 
Microsoft Teams, para lo cual se enviará invitación de conexión desde el 
correo de notificaciones judiciales de este Despacho, a las partes y sus 
apoderados para que se conecten en la hora y fecha indicada en el presente 
auto.  
 

2. Los asistentes deben disponer de una conexión óptima a través de 
computador o equipo celular que garantice su permanencia durante la 
duración de la diligencia, con uso de cámara y micrófono para poder 
intervenir. 
 
Si la conexión se hace a través de PC, el interviniente puede descargar la 
aplicación Microsoft Teams o unirse en línea; si se realiza a través de teléfono 
celular, previamente debe haber descargado la referida aplicación.  

 
3. El lugar que disponga cada uno de los intervinientes de la audiencia debe 

estar alejado de ruidos o distracciones externas que alteren el curso normal 
de la videograbación. Deben además cuidar su presentación personal por 
cuanto la utilización de medios virtuales no le resta formalidad a la diligencia. 
  

4. Para efectos de lo anterior, dentro de los tres (03) días siguientes a la 
notificación de este auto, las partes y sus apoderados deben indicarle a este 
Despacho la dirección electrónica a través de la cual se conectarán a la 
audiencia virtual, con el fin de poder enviarles la invitación y el link para su 
realización.  
 
De igual manera y si es del caso, deben allegar las direcciones personales 
de correo electrónico para citación de testigos, interrogados, peritos, 

                                                 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 



 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

llamados en garantía, litisconsortes y todos aquellos que sean 
convocados a la audiencia. 
 

5. A más tardar el tercer día hábil antes de la fecha programada para la 
audiencia, los intervinientes deberán aportar por medios electrónicos al 
correo de notificaciones del juzgado en formato PDF los siguientes 
documentos: 
 
- Poder legalmente conferido para ejercer la representación judicial si 

acuden como apoderados principales o sustitutos, junto con la respectiva 
tarjeta profesional de abogado en caso de no estar previamente 
reconocidos en el proceso. Se advierte que si no se reciben tales 
documentos dentro del plazo otorgado anterior a la fecha de la audiencia 
virtual, NO podrán intervenir en la diligencia. 
 

- Digitalización de acta o de la certificación proferida por el Comité de 
Conciliación de las entidades públicas, en donde conste la decisión 
adoptada referente a la posibilidad de conciliar en el caso concreto, para 
efectos de las audiencias de que tratan los artículos 180 numeral 8º y 192 
del CPACA. 

 
- Copia escaneada por ambas caras de los documentos de identificación si 

acuden como testigos o peritos con el fin de cotejar su identidad al 
momento de la instalación de la audiencia virtual. 

 
6. Se advierte que es carga de las partes preparar su intervención y conocer el 

expediente previo a la realización de la audiencia. Para ello deben consultar 
los documentos que a lo largo de las actuaciones se han dado a conocer 
mediante correo electrónico y si, de manera excepcional, requieren acudir al 
juzgado para la verificación física de documentos, deben cumplir con los 
protocolos de bioseguridad previstos por el Consejo Superior de la 
Judicatura, evitar aglomeración de usuarios, y solicitar cita previa sujeta a la 
autorización del titular del Despacho a través de los canales oficiales 
dispuestos para tal fin, en particular el formulario ubicado en el micrositio web 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-14-administrativo-de-bogota, 
suministrando los respectivos datos de contacto. 
 
Se reitera que la atención al público es restringida única y exclusivamente en 
los horarios de atención al público que se establezca para los juzgados 
administrativos de Bogotá.  
 
El Despacho podrá suministrar de forma excepcional copia escaneada de 
máximo de 25 folios por expediente siempre que así lo soliciten las partes 
con una antelación no menor a tres (03) días antes de la audiencia. 
 

7. Atender las instrucciones que se brinden por el funcionario del juzgado.  
  
Ahora, teniendo en cuenta que en auto anterior fue programada audiencia inicial 
para el día 31 de marzo de 2020 con asistencia presencial en la Sede Judicial CAN 
y que no fue posible desarrollar con ocasión de la emergencia sanitaria, la misma 
debe ser realizada virtualmente conforme a los parámetros señalados, de 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-14-administrativo-de-bogota
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conformidad con el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. Para ello, el Despacho DISPONE: 

REPROGRAMAR la AUDIENCIA INICIAL (modalidad virtual) del artículo 180 de la 
Ley 1437 de 2011, para el día 24 de septiembre de 2020 a las 03:00 p.m., a través 
de la aplicación Microsoft Teams. 

PREVENIR a los apoderados de las partes que la comparecencia a esta audiencia 
es obligatoria, ya que de no existir causa justificada que impida su concurrencia, se 
impondrá la sanción pecuniaria prevista en el numeral 4° del citado artículo 180 de 
la ley 1437 de 2011. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. - SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia 
anterior hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m 
. 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO  

 
JAMS 
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SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LADY JOHANNA MELO MANRIQUE    
DEMANDADO:  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO  

VINCULADO: DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ- SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN 

EXPEDIENTE: No. 11001-3335-014-2019-00371-00                     
            
Dentro del término de ejecutoria de la sentencia de 13 de agosto de 2020, la 
apoderada de la parte demandante solicitó corrección y/o adición de la referida 
providencia, argumentando que la petición de solicitud del auxilio de cesantías se 
radicó el 10 de noviembre de 2016 y no el 10 de octubre de 2016, como se indicó 
en la parte considerativa, lo cual conllevó a una imprecisión en la parte resolutiva 
de la sentencia. 
 
Para resolver la anterior solicitud, el Despacho realiza las siguientes, 
 

CONSIDERACIONES 
 
1. Frente a la adición y corrección de la sentencia los artículos 286 y 287 
del C.G.P., disponen lo siguiente: 

 
“ART. 286.- Corrección de errores aritméticos y otros. Toda providencia en que se 
haya incurrido en error puramente aritmético puede ser corregida por el juez que la 
dictó en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto. 
 
Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por aviso. 
 
Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión o 
cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén contenidas en la parte 
resolutiva o influyan en ella 
 
ARTÍCULO 287.- Adición. Cuando la sentencia omita resolver sobre cualquiera de los 
extremos de la litis o sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía 
ser objeto de pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de sentencia 
complementaria, dentro de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte presentada en 
la misma oportunidad. 
 
El juez de segunda instancia deberá complementar la sentencia del inferior siempre 
que la parte perjudicada con la omisión haya apelado; pero si dejó de resolver la 
demanda de reconvención o la de un proceso acumulado, le devolverá el expediente 
para que dicte sentencia complementaria. 
 
(…) 
Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva sobre la 
complementación podrá recurrirse también la providencia principal.”. (Subraya el 
Juzgado) 

 
De lo anterior se extrae que, la corrección de providencias judiciales procede 
cuando se incurre en errores aritméticos u “omisión o cambio de palabras o 
alteración de éstas”, siempre y cuando las mismas estén contenidas en la parte 
resolutiva de la sentencia o influyan en ella. 
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Ahora bien, debe indicarse que bajo ninguna circunstancia la corrección de la 
sentencia, puede dar lugar a reabrir el debate jurídico de fondo, pues dicha figura 
procesal no puede utilizarse con la finalidad de modificar la decisión de instancia o 
cambiar su sentido. Toda vez que, en virtud del principio de seguridad jurídica, las 
sentencias no son reformables ni revocables por el juez que las profirió.1 
 
Por su parte, la adición de la sentencia implica una inferencia dentro del fondo del 
asunto, puesto que su objetivo es permitir al juzgador pronunciarse sobre cuestiones 
de fondo que no fueron resueltas y sobre las cuales tenía el deber de hacerlo, bien 
sea porque constituía un extremo de la Litis o por imposición legal, como ocurriría 
por ejemplo al omitir pronunciarse sobre la condena en costas. 
 
En consecuencia, la adición de la sentencia es procedente cuando i) se omite la 
resolución de un extremo de la litis, es decir, cuando se deja de decidir sobre 
aspectos propios del fondo del asunto puestos en consideración del juzgador; y ii) 
cuando no se resuelven aspectos que por orden legal deber resolverse, por ejemplo 
si es necesario pronunciarse sobre las costas procesales. 
 
No obstante, tal como ocurre en la corrección de la sentencia, la adición no puede 
constituir una modificación de lo ya resuelto. 
 
2. En el presente caso, advierte el Despacho que en efecto en la parte 
considerativa de la sentencia de primera instancia proferida en audiencia inicial de 
13 de agosto de 2020 se incurrió en un error por cambio o alteración de palabras, 
al momento de escribir la fecha en la cual la parte accionante radicó la solicitud de 
reconocimiento y pago del auxilio de cesantías.  
 
Esto es así, pues al verificar el texto de la Resolución No. 2850 de 17 de abril de 
2017 “Por la cual se reconoce y ordena el pago de una Cesantía Parcial para 
estudio”, se advierte que allí quedó consignado que “mediante solicitud radicada 
bajo el No. 2016-CES-391478 de fecha 10/11/2016 la docente Lady Johanna Melo 
Manrique (…) solicita el reconocimiento y pago de una Cesantía Parcial, con destino 
a Estudio (…)”, por lo cual el Despacho al momento de la fijación del litigio precisó 
que la petición del reconocimiento del auxilio parcial de cesantías fue radicada por 
la demandante el 10 de noviembre de 2016. 
 
No obstante lo anterior, al resolver el caso concreto el Despacho adujo que la 
solicitud de reconocimiento y pago del auxilio de cesantías que causó la sanción 
moratoria reclamada en el presente asunto se radicó el 10 de octubre de 2016, es 
decir, incurrió en un error involuntario por cambio o alteración de palabras, que a su 
vez conllevó a un error de tipo aritmético, puesto que a partir de la fecha 
incorrectamente citada se contabilizó el término con que contaba la entidad para 
expedir el acto administrativo de reconocimiento de la cesantía parcial y por tanto 
poner a disposición el pago de la misma a favor de la docente accionante. Lo cual 
a su vez incidió en las fechas de pago de la sanción moratoria ordenadas en la parte 
resolutiva de la sentencia.  
 
Por lo anterior, el Despacho considera necesario corregir los errores por alteración 
o cambio de palabras y la imprecisión aritmética en lo referente a las fechas para 
las cuales se ordena la sanción moratoria por el pago tardio del auxilio de cesantías, 
tal como se explicará a continuación:  
 

                                                 
1 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, auto de 13 de diciembre de 2016, Radicación: 11001-03-26-000-2016-
00063-00 (56845), Consejero Ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 
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Teniendo en cuenta que la demandante radicó la solicitud de reconocimiento y pago 
del auxilio de cesantía el 10 de noviembre de 20162, la entidad demandada estaba 
obligada a cumplir los términos que le imponían las Leyes 244 de 1995 y 1071 de 
2006, de manera que, (i) el término de 15 días para resolver la solicitud se cumplió 
el 2 de diciembre de 2016 —más diez (10) días hábiles de ejecutoria, que corrieron 
hasta el 19 de diciembre  del mismo año3—, y (ii) 45 días hábiles a partir del día en 
que quedó en firme la resolución que fenecieron el 21 de febrero de 20174. 
 
Ahora bien, atendiendo la situación fáctica del caso, quedó demostrado que la 
resolución de reconocimiento fue proferida el 17 de abril de 2017 y que el pago se 
puso a disposición en la nómina de cesantías de Fonpremag el 23 de junio de 2017 
(fl. 19). Por lo anterior a la entidad demandada –Ministerio de Educación – 
Fonpremag- le corresponde reconocer un día de salario por cada día de retardo, 
desde el 22 de febrero de 2017 —inclusive— hasta el 22 de junio de 2017.   
 
Así, como el error enunciado por cambio de palabras, que a su vez condujo a un 
error aritmético en el conteo de los días de la sanción moratoria, influye en la parte 
resolutiva de la decisión de 13 de agosto de 2020, se debe realizar la corrección del 
ordinal tercero de la sentencia de primera instancia, en el entendido que la sanción 
moratoria por el pago tardío de las cesantías que se debe reconocer es un día de 
salario por cada día de retarde desde el 22 de febrero de 2017 —inclusive— hasta 
el 22 de junio de 2017. El salario que se debe tener en cuenta es el devengado al 
momento en que se hizo exigible el derecho (2017). 
 
Se aclara que si bien al momento de advertir la irregularidad el Despacho le indicó 
a la parte accionante que analizaría la posibilidad de adicionar la sentencia de 13 
de agosto de 2020, una vez revisados los presupuestos de la misma se advierte 
que no es procedente dicha figura procesal, puesto que en el presente asunto no 
se omitió resolver algún extremo de la litis, ni otro aspecto de orden legal, por lo 
cual, como se dijo, el error se solventará mediante la corrección de la sentencia.    
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo oral de Bogotá, 
Sección Segunda,  
 

RESUELVE: 
 
1. Corregir el ordinal tercero de la sentencia proferida en audiencia inicial de 13 
de agosto de 2020, el cual quedará así:  

 
TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración y a título de 
restablecimiento del derecho, condénese a la Nación –Ministerio de 
Educación Nacional –Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que a través de Fiduprevisora S.A., reconozca y pague 
a la señora Lady Johanna Melo Manrique identificada con cédula de 
ciudadanía No. 1.032.358.006, la sanción moratoria por pago tardío del 
auxilio de cesantía reconocida mediante resolución No. 2850 de 17 de 
abril de 2017, esto es un día de salario por cada día de retardo, desde el 
22 de febrero de 2017 —inclusive— hasta el 22 de junio de 2017. El 
salario que se debe tener en cuenta es el devengado al momento en que 
se causó el derecho (2017). Sin prescripción de los dineros adeudados, 
conforme a lo expuesto en la parte motiva del presente proveído. 
 

                                                 
2 Así lo reconoce la entidad en la Resolución No. 2850 de 17 de abril de 2017 
3 Desde el 5 hasta el 19 de diciembre de 2016. 
4 Entre el 20 de diciembre de 2016 y el 21 de febrero de 2017. 
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2. Ejecutoriada la presente providencia, continúese con el trámite 
correspondiente. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO 
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la Providencia anterior hoy 4 de 
septiembre de 2020, a las 8:00 a.m.  
 

________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

Secretario 

 
 
 
YPSS 

 



 
 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Andrés Eduardo Gallego Agredo 
Demandado: Caja de Retiro de las Fuerzas Militares - CREMIL 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00152-00                     
            
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada POR 
ANDRÉS EDUARDO GALLEGO AGREDO a través de apoderado, contra la CAJA DE 
RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES - CREMIL, y conforme a lo dispuesto en los 
artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento 
ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal al DIRECTOR GENERAL de la CAJA DE 
RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES - CREMIL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la 
ley 1564 de 2012. 
 
2. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 

Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

3. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

4. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 
 
5. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado”. 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
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6. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
7. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial de la parte 
demandante al doctor DUVERNEY ELIUD VALENCIA OCAMPO3, en los términos y para 
los fines del poder conferido visto a folios 06 y 07 del plenario. 
 
8. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-115674 y PCSJA20-
115815, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
3 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 563792, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
4 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
5 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandantes: ELKIN EDUARDO CASTAÑEDA TORRES (miembro retirado de la 

Policía Nacional) en nombre propio y en representación de sus menores 
hijos MATÍAS CASTAÑEDA LÓPEZ y JERÓNIMO CASTAÑEDA 
LÓPEZ, EDUARDO CASTAÑEDA DEVIA (padre) y NIDIA ESPERANZA 
TORRES OSMA (madre) 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA 
NACIONAL 
 

Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00159-00                     
            
La Ley 1437 de 20111, en los artículos 161 a 167 establece los requisitos de las demandas 
de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Ahora bien y una vez asignado el expediente a este Despacho por reparto, al tenor de lo 
dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se INADMITIRÁ la demanda 
que carezca de los requisitos señalados en la Ley, por auto susceptible de reposición en el 
que se expondrán los defectos formales de que adolece, para que dentro del término de 
diez (10) días contados a partir de la notificación del presente auto, la parte actora se sirva 
subsanarla, so pena de rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. Debe cumplir con el requisito de procedibilidad exigido por el numeral primero del 
artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
referente al trámite de solicitud de conciliación prejudicial ante la Procuraduría General de 
la Nación delegado ante los Jueces Administrativos, allegando la respectiva acta o 
constancia que dé cuenta de ello. 
 
Lo anterior teniendo en cuenta que si bien fue enunciado en el libelo introductorio trámite 
diligenciado ante la Procuraduría 88 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá, con 
solicitud radicada el 27 de febrero de 2020 y audiencia celebrada el 19 de mayo de 2020, 
los respectivos documentos no fueron adjuntados a la demanda y por lo tanto no se 
encuentra demostrado el cumplimiento del requisito de procedibilidad de conciliación 
prejudicial como previo al acceso a la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá integrarla en un sólo 
documento digital con todos los anexos (de preferencia formato PDF) y allegarla al 
correo de correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico lo siguiente: 2020-00159 
SUBSANACIÓN, esto a efectos de archivo digital de la correspondencia del 
expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-11567 y 
PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Para 
tal fin, los documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
                                                 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por ELKIN EDUARDO CASTAÑEDA 
TORRES en nombre propio y en representación de sus menores hijos MATÍAS 
CASTAÑEDA LÓPEZ y JERÓNIMO CASTAÑEDA LÓPEZ, EDUARDO CASTAÑEDA 
DEVIA y NIDIA ESPERANZA TORRES OSMA en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL, por las razones expuestas en la parte 
motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la notificación 
del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda en los términos 
dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial3 de la 
parte demandante ELKIN EDUARDO CASTAÑEDA TORRES en nombre propio y en 
representación de sus menores hijos MATÍAS CASTAÑEDA LÓPEZ, JERÓNIMO 
CASTAÑEDA LÓPEZ, EDUARDO CASTAÑEDA DEVIA y NIDIA ESPERANZA TORRES 
OSMA al doctor SAÚL REINEL LIÉVANO CARO4, en los términos y para los fines del poder 
conferido visto en hojas 48 a 50 del PDF “Demanda y Anexos”.              
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-115675 y 
PCSJA20-115816, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 

                                                 
3 slabogados32@gmail.com 
4 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 570643, a la fecha no registra sanciones en su contra. 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Gloria Marcela Acosta Riveros 
Demandado: Superintendencia de Industria y Comercio 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00165-00                     
            
Asignado el expediente a este Despacho por reparto, al tenor de lo dispuesto en el artículo 
170 de la Ley 1437 de 2011, se INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos 
señalados en la Ley, por auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos 
formales de que adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de 
la notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. Según el artículo 163 del CPACA, cuando se pretenda la nulidad de un acto 
administrativo éste se debe individualizar con toda precisión pues al presentar la demanda 
la pretensión debe ser clara, precisa y detallada a voces del inciso 2° del artículo señalado. 
 
En tal virtud, la parte demandante deberá reformular la pretensión primera, indicando con 
precisión el número consecutivo del acto administrativo acusado No. 19-196708-3-0 del 10 
de septiembre de 2019 expedido por la Secretaria General de la Superintendencia de 
Industria y Comercio, puesto que la identificación previa del acto administrativo señalada 
en las pretensiones de la demanda de la hoja No.2 PDF “Demanda”, no corresponde a la 
del documento aportado con la demanda como se ve en la hoja No.8 PDF “Anexos”, pues 
de allí se observa que éste corresponde al número 19-196704-3-0 del 10 de septiembre de 
2019. 
 
De igual manera en el acápite de la demanda denominado “ACTO ACUSADO” hojas 10 y 
11 del PDF “Demanda” se señaló como acto administrativo de estudio en el medio de 
control, aquel identificado con el número 19-196708-3-0 del 08 de abril de 2019, lo cual 
converge en imprecisiones en la formulación de las pretensiones de la demanda. 
 
Dicha corrección debe extenderse a todos los apartes de la demanda en donde haya de 
señalarse acto(s) administrativo(s) objeto de control a través del presente proceso. 
 
2. De conformidad con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, quien comparezca al 
proceso que se adelante ante esta Jurisdicción debe hacerlo bajo los lineamentos del 
derecho de postulación, es decir, por conducto de abogado inscrito, para lo cual, en 
concordancia con el numeral 4° del artículo 166 del mismo estatuto procesal, también debe 
aportar el documento idóneo del cual se deriven las facultades como apoderado. 
 
Por ello debe allegarse un poder suficiente conferido por el(la) demandante en el que se 
determine claramente el (los) acto(s) administrativo(s) emanados de la entidad demandada, 
que serán objeto de estudio del proceso, de conformidad con lo establecido en el artículo 
74 del Código General del Proceso. 
 
Es decir, debe se corregir el número de acto administrativo a demandar consignado en el 
poder visto en hojas 49 a 53 PDF “Demanda” en atención a las correcciones indicadas en 
el numeral 1° del presente auto de inadmisión.   
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Se debe así mismo precisar el periodo que se reclama, pues en el escrito de la demanda 
se indica que es aquel comprendido entre el 18 de septiembre de 2014 al 30 de junio 2018, 
mientras que en el poder conferido es del 18 de octubre de 2014 al 30 de junio de 2018, es 
decir, el apoderado solicita el reconocimiento de tiempos que exceden el mandato que 
recibió. 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá integrarla en un sólo 
documento digital con todos los anexos (de preferencia formato PDF) y allegarla al 
correo de correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico lo siguiente: 2020-00165 
SUBSANACIÓN, esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del 
expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115671 y 
PCSJA20-115812, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Para 
tal fin, los documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Gloria Marcela Acosta Riveros en 
contra de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares - CREMIL, por las razones expuestas 
en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la notificación 
del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda en los términos 
dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-115673 y 
PCSJA20-115814, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DHC 
 

                                                 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
 
 

 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2020-00165 
 

3 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 



 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Juan Álvaro Guerrero Gomezjurado 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00172-00                     
            
La Ley 1437 de 20111, en los artículos 161 a 167 establece los requisitos de las demandas 
de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Ahora bien, al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la Ley, por auto 
susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que adolece, 
para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la notificación del presente 
auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. De acuerdo con el artículo 43 Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo que señala “Artículo 43. Actos Definitivos. Son actos definitivos 
los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la 
actuación”, se observa lo siguiente: 
 
La parte activa formula pretensión de nulidad respecto del acto administrativo contenido en 
el Acta No. 013 del 01 de noviembre de 20193 expedido por el Ministro de Defensa Nacional 
entre otros, mediante la cual se trató la sesión de Junta Asesora del Ministerio de Defensa 
Nacional para las Fuerzas Militares en concordancia con el artículo 66 del Decreto Ley 1790 
de 2000 modificado por el artículo 5° del Decreto Ley 1405 de 2010, Decreto 1428 de 2007 
y Decreto Reglamentario 1495 de 2002, para recomendar ante el Gobierno Nacional el no 
llamado del señor Juan Álvaro Guerrero Gómezjurado al Curso de Altos Estudios Altos 
Militares para el año 2020. 
 
Respecto del acto administrativo contenido en las actas de las Juntas Asesoras del 
Ministerio de Defensa, el Consejo de Estado4 señala: 
 

“Las actas de las Juntas Asesoras del Ministerio de Defensa son actos de 
trámite. Establecida como está la diferencia entre los actos de trámite y los 
administrativos complejos, surge con claridad el motivo por la cual no le asiste 
razón a la parte apelante, sin embargo, sobre este punto es necesario hacer 
énfasis en el carácter de acto de trámite de la recomendación de la Junta Asesora 
del Ministerio de Defensa para la Policía Nacional, tal y como pasa a explicarse: 
 

El artículo 60 del Decreto 1512 del 11 de agosto de 2000, dispuso: 
«RECOMENDACIONES DE LAS JUNTAS ASESORAS: Las conclusiones de las 
Juntas se consignarán en forma de recomendaciones, que no podrán ser 
modificadas sino por el Ministerio de Defensa Nacional. En los demás casos, las 
modificaciones deberán ser autorizadas por la respectiva Junta Asesora.» 

 

De acuerdo con lo anterior, dichas actas contienen únicamente 
recomendaciones de las Juntas Asesoras, las cuales no podrán ser modificadas 
sino por el Ministerio de Defensa Nacional o por la respectiva Junta Asesora, es 

                                                 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
3 PDF “Anexos”. Hojas 7 a 14. 
4 Consejo de Estado. Sección Segunda Subsección “A”. Sentencia de 26 de abril de 2018. Radicado No. 18001-23-31-000-
2011-00044-01(1237-16), Magistrado Ponente: William Hernández Gómez.  
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decir que por sí mismas carecen del carácter vinculante de los actos que crean, 
modifiquen o extinguen directa o indirectamente situaciones jurídicas, lo que 
determina que no sean pasibles de control de legalidad ante la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa. 
 

(…) 
 

De lo descrito, se evidencia que el acta de la Junta Asesora hace parte del 
supuesto de hecho a partir del cual la autoridad nominadora con fundamento en 
la facultad discrecional tiene la posibilidad de elegir la consecuencia jurídica, es 
decir, de adoptar la decisión de retiro o no, pero ambas declaraciones no 
conforman una unidad de contenido que tengan entre sí una relación de 
interdependencia que les permita llegar a perfeccionarse como acto 
administrativo, pues sería viable la existencia jurídica separada e independiente 
dado que puede darse el concepto sin la decisión de retiro. 
 

Conclusión: El Acta 009 del 14 de mayo de 2010 por medio de la cual la Junta 
Asesora del Ministerio de Defensa para la Policía Nacional propuso el retiro del 
coronel Israel Robayo Rojas no conforma con el Decreto 2219 del 21 de junio de 
2010 un acto administrativo complejo. Ello por cuanto la recomendación 
contenida en el acta es un acto preparatorio para la expedición del acto 
administrativo de llamamiento a calificar servicios. Empero, ello no quiere decir 
que no sea viable examinar su contenido con la finalidad de analizar la 
presunción de legalidad del decreto que retiró del servicio al actor. 
 

Destaca el Despacho que en atención a lo estipulado en el citado artículo 43 de la Ley 1437 
de 2011, aquel acto administrativo no decide de fondo cuestión alguna, es decir, no crea, 
extingue o modifica la situación jurídica del peticionario, de tal manera que el acto acusado 
es un acto preparatorio y no tiene carácter definitivo, mientras que por el contrario la 
decisión por la cual se retira del servicio activo a un miembro de la fuerza pública constituye 
el acto definitivo. Por ende, de acuerdo a la norma señalada no es posible el estudio de su 
legalidad ante esta jurisdicción y no es susceptible de control jurisdiccional, por lo cual 
deberá excluir el mencionado acto preparatorio de las pretensiones de la demanda y 
reformular dicho acápite de acuerdo con el inciso 2° del artículo 162 y 163 del CPACA 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá integrarla en un sólo 
documento digital con todos los anexos (de preferencia formato PDF) y allegarla al 
correo de correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico lo siguiente: 2020-00172 
SUBSANACIÓN, esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del 
expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115675 y 
PCSJA20-115816, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Para 
tal fin, los documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Juan Álvaro Guerrero Gomezjurado 
en contra de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional, por las 
razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia.  
 

                                                 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la notificación 
del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda en los términos 
dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial7 de la 
parte demandante al doctor LUIS HERNANDO CASTELLANOS FONSECA8, en los 
términos y para los fines del poder conferido visto a folio 01 del PDF “Anexos”.              
 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-115679 y 
PCSJA20-1158110, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
                
          
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C.  

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
7 hcabog@gmail.com 
8 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 570643, a la fecha no registra sanciones en su contra. 
9 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
10 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: María Cecilia Gómez Guevara 
Demandado: Nación - Ministerio de Defensa Nacional – Secretaría General 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00175-00                     
            
La Ley 1437 de 20111, en los artículos 161 a 167 establece los requisitos de las demandas 
de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Ahora bien, al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la Ley, por auto 
susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que adolece, 
para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la notificación del presente 
auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. El libelo no cumple con lo dispuesto en el numeral 6° del artículo 162 de la Ley 1437 
de 2011, como quiera que la parte demandante no estimó de manera razonada la cuantía 
de acuerdo con lo señalado por el numeral 5° del artículo 155 de la Ley 1437 de 2011 e 
inciso final del artículo 157 de la Ley 1437 de 2011, señalando como un valor superior 
$47.840.960, como se ve en la hoja 06 del PDF “Demanda y Anexos”. 
 
En efecto, con el fin de determinar la competencia de este despacho judicial, la parte 
demandante debe realizar un razonamiento matemático con el cual determine el valor de la 
cuantía de las pretensiones teniendo en cuenta la suma de las diferencias dejadas de 
percibir por concepto de las prestaciones causadas y no pagadas con tres (03) años de 
anterioridad a la presentación de la demanda, pues la misma está relacionada con una 
prestación de carácter periódico. 
 
Es por eso que la parte demandante debe realizar un razonamiento matemático con el cual 
determine el valor de la cuantía de las pretensiones teniendo en cuenta que el límite para 
el conocimiento de los jueces administrativos está establecido en 50 SMLMV3, es decir, 
hasta $43’890.1504 millones de pesos. 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá integrarla en un sólo 
documento digital con todos los anexos (de preferencia formato PDF) y allegarla al 
correo de correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico lo siguiente: 2020-00175 
SUBSANACIÓN, esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del 
expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 

                                                 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
3 Ley 1437 de 2011 artículo 155. Competencia de los jueces administrativos en primera instancia. Los jueces administrativos 
conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan de un contrato de trabajo, en 
los cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de cincuenta (50) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
4 Salario mínimo año 2020. $877.803 pesos. 
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presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115675 y 
PCSJA20-115816, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Para 
tal fin, los documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá integrarla en un solo cuerpo, en 
medio digital o magnético. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por María Cecilia Gómez Guevara en 
contra de la Nación - Ministerio de Defensa Nacional – Secretaría General, por las 
razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la notificación 
del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda en los términos 
dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial7 de la 
parte demandante al doctor FERNANDO RODRÍGUEZ CASAS8, en los términos y para los 
fines del poder conferido visto en hojas 07 y 08 del PDF “Anexos”.              
 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-11567 y 
PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
                        
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

 
 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C.  

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
7 abg.fernandorodriguez@gmail.com 
8 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 570643, a la fecha no registra sanciones en su contra. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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 Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

 

Conciliación Extrajudicial 
Expediente No. 11001-3335-014-2020-00177-00                   
Convocante: JAIRO OSWALDO MANCERA NIÑO Y OTROS 
Convocado:  BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL CUERPO OFICIAL DE BOMBEROS DE BOGOTÁ 
 

Recibido el expediente por reparto, proveniente de la Oficina de Apoyo de los Juzgados 

Administrativos, procede el Despacho a resolver sobre el acuerdo conciliatorio llevado a 

cabo ante la Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos Administrativos. 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

Los señores JAIRO OSWALDO MANCERA NIÑO; MIGUEL ÁNGEL SILVA MOGOLLÓN; 

DEIVER ESTIVEN JIMÉNEZ AYALA; JOSÉ MAURICIO GONZÁLEZ FAJARDO Y 

BRAYAN STEBEN TRIANA COPETE, presentaron solicitud de Audiencia de Conciliación 

Prejudicial ante la Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos Administrativos contra 

BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL CUERPO 

OFICIAL DE BOMBEROS DE BOGOTÁ 

 

 
II. CONSIDERACIONES 

 

 

El artículo 165 del C.P.A.C.A.1 establece los criterios para la acumulación objetiva de 

pretensiones sin referirse a la acumulación subjetiva, de manera que resulta aplicable el 

artículo 88 del C.G.P., punto sobre el cual el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en 

Auto del 18 de marzo del 2013, M.P. Ilvar Nelson Arévalo Perico, consideró:   

                                                 
1 “En la demanda se podrán acumular pretensiones de nulidad, de nulidad y de restablecimiento del derecho, 
relativas a contratos y de reparación directa, siempre que sean conexas y concurran los siguientes requisitos:  
1. Que el juez sea competente para conocer de todas. No obstante, cuando se acumulen pretensiones de 
nulidad con cualesquiera otras, será competente para conocer de ellas el juez de la nulidad. Cuando en la 
demanda se afirme que el daño ha sido causado por la acción u omisión de un agente estatal y de un 
particular, podrán acumularse tales pretensiones y la Jurisdicción Contencioso Administrativa será 
competente para su conocimiento y resolución.  
2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como principales y subsidiarias.  
3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas.4. Que todas deban tramitarse por el 
mismo procedimiento.” 
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“Ahora bien, el artículo 165 del CPACA, trata sobre la acumulación 
objetiva de pretensiones, no obstante, no se contempla en la referida 
norma la acumulación subjetiva de pretensiones, es decir el evento 
en el cual concurren varios demandantes dentro de una misma 
demanda como es el caso en estudio; por lo anterior…, se seguirá el 
Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible, en el 
presente caso se deberá dar aplicación al artículo 82 del C.P.C. que 
sobre el particular dispone: 
 

‘también podrán formularse en una demanda pretensiones de 
varios demandantes o contra varios demandados, siempre que 
aquellas provengan de la misma causa, o versen sobre el 
mismo objeto, o se hallen entre sí en relación de dependencia, 
o deban servirse específicamente de unas mismas pruebas, 
aunque se diferente el interés de unos y otros’. 

 
De lo anterior se desprende, que para que proceda la acumulación 
subjetiva de pretensiones se debe cumplir con los requisitos del 
artículo antes transcrito y en el caso de estudio, para el suscrito 
Magistrado Sustanciador es claro que la demanda no cumple con lo 
dispuesto por el Código de Procedimiento Civil , si bien es cierto la 
pretensión de nulidad proviene de un mismo acto administrativo, las 
pruebas en las que se sirven no son las mismas puesto que los 
fundamentos fácticos difieren entre sí”. 

 

Ahora bien, en el presente caso se observa que en la solicitud de conciliación extrajudicial 

los convocantes solicitaron: (i) la nulidad de los siguientes actos administrativos: 

Resolución 1570 de 2019; Resolución 1564 de 2019; Resolución 728 de 2019; Resolución 

1569 de 2019 y Resolución 1568 de 2019; (ii) “1. Reconocimiento de que la jornada 

laboral de los bomberos de Bogotá es de 190 horas mensuales y no de 240. 2. El 

reconocimiento, liquidación y pago de las horas extras diurnas y nocturnas. 3. La 

reliquidación y pago de recargos diurnos y nocturnos, dominicales y festivos. 4. 

Reconocimiento y pago de 1 día compensatorio por cada día dominical y festivo laborado. 

5. Reliquidación del trabajo suplementario todos los recargos del 35% nocturnos y 

extraordinarios, ya pagado tomando como base de liquidación una jornada de 190 horas 

mensuales. 6. Reliquidación de prestaciones sociales con la incidencia del trabajo 

suplementario y compensatorio para reajustar las prestaciones sociales (prima de 

servicios, prima de diciembre, sueldo de vacaciones, prima de vacaciones, cesantías, 

intereses a las cesantías, y demás emolumentos como donde el trabajo suplementario 

sea factor integrante de la base de liquidación).” y (iii) la respectiva indexación de los 

valores adeudados hasta que se efectúe el pago de la obligación por parte de la entidad 

convocada. 

 

En audiencia del 27 de marzo de 2020, la Doctora Catalina María Villa Londoño, en su 

calidad de apoderada de los convocantes, manifestó que aceptaba la propuesta de 
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conciliación presentada por BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL CUERPO OFICIAL DE BOMBEROS DE BOGOTÁ, con relación a los 

siguientes convocantes MIGUEL ÁNGEL SILVA MOGOLLÓN; DEIVER ESTIVEN 

JIMÉNEZ AYALA; JOSÉ MAURICIO GONZÁLEZ FAJARDO Y BRAYAN STEBEN 

TRIANA COPETE. 

 

Con relación al convocante JAIRO OSWALDO MANCERA NIÑO se advierte que no se 

logró acuerdo conciliatorio debido a que la entidad convocada decidió no presentar 

formula conciliatoria. 

 

Frente a lo anterior, pese a lo que se solicita en este caso es la aprobación de dicha 

conciliación, lo cierto es que esta obedece a una acumulación subjetiva a la que 

concurrieron varios interesados, cada uno con pretensiones específicas, acumulación que 

se estima indebida, teniendo en cuenta que cada uno de los demandantes tiene o ha 

tenido una relación legal y reglamentaria con la entidad demandada con circunstancias 

laborales propias que pueden presentar variaciones relevantes para el estudio del acuerdo 

de conciliación, a saber: diferente número de días laborados u horas extras para cada 

caso; diferencias en cuanto a los derechos de cada demandante por las condiciones 

específicas; distintos medios de prueba, porque cada demandante debe aportar sus 

propias certificaciones laborales en las cuales se especifique la dependencia para la cual 

laboraba y qué actividades específicas ejercía, periodos sobre cuales se solicita el pago de 

cesantías, primas y demás prestaciones sociales, certificación de salarios, fecha de 

radiación de la solicitud de conciliación, etc.      

 

De este modo, no cabe duda de que las condiciones para la aprobación de la conciliación 

respecto de cada uno de los solicitantes son diferentes y es necesario realizar el estudio en 

cada caso particular. 

 

En consecuencia, el Despacho estima necesario ordenar la escisión de las solicitudes de 

conciliación presentadas para su aprobación por parte de las personas que se 

mencionarán en la parte resolutiva, para cuyo efecto, a costa de los interesados, se 

procederá al desglose de los documentos relativos a cada uno de los solicitantes con 

sendas copias del acta de conciliación y del comité de conciliación de la entidad 

demandada, de suerte que estas serán remitidas a la Oficina de Apoyo Judicial para los 

Juzgados Administrativos para que se asigne nueva radicación a cada solicitud. También 

se adjuntará copia del presente proveído. 
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No obstante, por derivarse cada solicitud de una misma acta de conciliación extrajudicial y 

de conformidad con el principio perpetuatio jurisdictionis, entendido como una garantía de 

inmodificabilidad de la competencia judicial que obliga a las autoridades judiciales a 

continuar con el trámite de los expedientes que se encuentran en su despacho, desde 

laadmisión de la demanda hasta la culminación del proceso2, al igual que los principios de 

celeridad y economía procesal, el Despacho procederá a Avocar conocimiento del 

acuerdo conciliatorio celebrado entre MIGUEL ÁNGEL SILVA MOGOLLÓN; DEIVER 

ESTIVEN JIMÉNEZ AYALA; JOSÉ MAURICIO GONZÁLEZ FAJARDO Y BRAYAN 

STEBEN TRIANA COPETE y BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL CUERPO OFICIAL DE BOMBEROS DE BOGOTÁ. 

 

Finalmente, se reitera que frente a la solicitud de conciliación del señor JAIRO OSWALDO 

MANCERA NIÑO, la entidad demanda no presentó acuerdo conciliatorio ante la 

Procuraduría 137 Judicial II Administrativa, por lo tanto, se no ordenará la presentación de 

escrito separado en relación con su caso. 

 

Para todos los efectos legales pertinentes téngase como fecha de presentación de las 

solicitudes de aprobación de la conciliación el día veintiuno (21) de julio de dos mil veinte 

(2020), en la cual fue radicada por primera vez en la oficina de Apoyo Judicial de los 

Juzgados Administrativos. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: ESCINDIR las solicitudes de aprobación de conciliación presentadas por los 

señores MIGUEL ÁNGEL SILVA MOGOLLÓN; DEIVER ESTIVEN JIMÉNEZ AYALA; JOSÉ 

MAURICIO GONZÁLEZ FAJARDO Y BRAYAN STEBEN TRIANA COPETE. 

 

SEGUNDO: Para tal efecto, con el fin de ESCINDIR las solicitudes, dentro de los cinco (5) 

días siguientes a la ejecutoria de la presente providencia, la apoderada de la parte 

convocante procederá a tomar las copias del acta de conciliación de la Procuraduría 

General de la Nación, del comité de conciliación de la entidad convocada, de la presente 

providencia, y demás documentos relativos a cada uno de los interesados y deberá 

allegar nuevos escritos por separado. Una vez conformadas las solicitudes respecto de 

los señores DEIVER ESTIVEN JIMÉNEZ AYALA; JOSÉ MAURICIO GONZÁLEZ 

                                                 
2
 Este principio fue aplicado verbigracia en la sentencia del 16 de noviembre de 2018, por parte de la Sección Segunda del 

Consejo de Estado, en proceso con radicación n.º 11001032500020150111600 (506115). 
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FAJARDO Y BRAYAN STEBEN TRIANA COPETE de las cuales se logró la conciliación, 

de inmediato estas serán remitidas por la Secretaría del Despacho a la Oficina de Apoyo 

Judicial para los Juzgados Administrativos para efectos de que esta asigne la 

correspondiente radicación a cada caso y envíe las actas de reparto a éste mismo 

Despacho. 

 
 
TERCERO: AVOCAR conocimiento de las solicitudes de aprobación del acuerdo 

conciliatorio celebrado entre MIGUEL ÁNGEL SILVA MOGOLLÓN, DEIVER ESTIVEN 

JIMÉNEZ AYALA; JOSÉ MAURICIO GONZÁLEZ FAJARDO Y BRAYAN STEBEN 

TRIANA COPETE y BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL CUERPO OFICIAL DE BOMBEROS DE BOGOTÁ. 

 

CUARTO: No AVOCAR conocimiento frente a la solicitud del señor JAIRO OSWALDO 

MANCERA NIÑO respecto del cual no se logró acuerdo de conciliaron.  

 

QUINTO: CONSERVAR el presente radicado para la solicitud de aprobación del acuerdo 

conciliatorio celebrado entre MIGUEL ÁNGEL SILVA MOGOLLÓN y BOGOTÁ DISTRITO 

CAPITAL – UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL CUERPO OFICIAL DE BOMBEROS 

DE BOGOTÁ, por ser el primer convocante quien manifestó ánimo conciliatorio dentro del 

acta de conciliación ante la Procuraduría General de la Nación.  

 

 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       

ORAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 



 
 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Raúl Archila Goyeneche 
Demandado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00179-00                     
            
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por RAÚL 
ARCHILA GOYENECHE a través de apoderado, contra la CAJA DE SUELDOS DE 
RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL - CASUR, y conforme a lo dispuesto en los artículos 
138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en 
primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal al DIRECTOR GENERAL de la CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la 
ley 1564 de 2012. 
 
2. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 

Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

3. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

4. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 
 
5. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
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6. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
8. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial3 de la parte 
demandante al doctor LIBARDO CAJAMARCA CASTRO4, en los términos y para los fines 
del poder conferido visto en hojas 14 y 15 del PDF “Demanda”.              
 

9. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-11567 y PCSJA20-
11581, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
  

 
 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
3 libardocajamarcacastro@hotmail.com  
4 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N°570987, a la fecha no registra sanciones en su contra. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:libardocajamarcacastro@hotmail.com


 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
  
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Uriel Duarte Sandoval  
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de

Prestaciones Sociales del Magisterio 
Vinculado: Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00181-00                     
            
           
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por URIEL 
DUARTE SANDOVAL, a través de apoderado, contra la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO- y  BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 
de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 1564 de 2012. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
al SECRETARIO DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 198 
y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 
1564 de 2012. 
 
4. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 
 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
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7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. ORDENAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ que en el término de diez 
(10) días, allegue al plenario y en medio magnético, digitalización del expediente 
administrativo del docente Uriel Duarte Sandoval identificado con la cédula de ciudadanía 
No. 19.331.598.  
 
10. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la parte 
demandante a la doctora ALEJANDRA ZAMARA ZAMBRANO3, en los términos y para los 
fines del poder conferido visto a folio 1 a 2 del documento anexos del expediente digital. 
plenario. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
DVT 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 
 

 

                                                 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
3 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 562780, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 



 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

 Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

Conciliación Extrajudicial 
Expediente No. 11001-3335-014-2019-00183-00                   
Convocante: AURELIO VERDUGO GORDILLO 
Convocado:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL -CASUR- 
 

Con fundamento en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, el Despacho procede a 

decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio llevado a cabo 

ante la Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos Administrativos, celebrado entre el 

AURELIO VERDUGO GORDILLO y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 

POLICÍA NACIONAL -CASUR- 
 

I. ANTECEDENTES. 
 

1. OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 
 

A fin de obtener el reconocimiento y pago del reajuste de la asignación de retiro 

para los años 2013 a 2017, incrementando las partidas computables de la 

asignación mensual de retiro de subsidio de alimentación y la duodécima parte 

(1/12) de las primas de servicios, navidad y de vacaciones de acuerdo con el 

principio de oscilación, el señor AURELIO VERDUGO GORDILLO, por conducto 

de apoderado, y ante la Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos Administrativos, 

haciendo uso del mecanismo de la conciliación extrajudicial, convocó a la CAJA 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, representada por su Director 

General, para celebrar audiencia de conciliación. 
 

2. HECHOS.1 

 

2.1. La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional mediante Resolución No. 

4847 de 13 de junio de 2013, reconoció al SC. (RA) ® AURELIO VERDUGO 

GORDILLO asignación de retiro. 

 

2.2. El convocante presentó ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional, derecho de petición el día 10 de septiembre de 20192,  en el que solicitó el 
                                                 
1 Folio 3 a 6 del expediente digital. 
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reconocimiento y pago de los valores correspondientes al incrementando las 

partidas computables de la asignación mensual de retiro como subsidio de 

alimentación y la duodécima parte (1/12) de las primas de servicios, navidad y de 

vacaciones de acuerdo con el principio de oscilación, y mediante Oficio 

201912000282661 ID  500014 del 11 de octubre de 2019, la Caja de Sueldos de 

Retiro de la Policía Nacional le indicó los parámetros establecidos para acudir en 

conciliación extrajudicial ante la Procuraduría General de la Nación. 

 
2.3. Mediante documento con radicado Nº 20208000129882 el 30 de enero de 

2020, el convocante realizó el aporte de documentos ante la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado sobre la solicitud de conciliación (fl. 33). 

 

2.4. Mediante el mecanismo de conciliación extrajudicial la parte convocante 

presentó solicitud ante la Procuraduría General de la Nación (f.1-11). 

 
2.5. La Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá 

celebró Audiencia de conciliación el día 30 de abril de 2020 (f.70-75). 

 

3. PRUEBAS. 

 

3.1. Solicitud de conciliación extrajudicial presentada por la parte convocante 

(fols. 1-10). 

 

3.2. Poder otorgado por el convocante al Dr. Hebert Didier Vásquez con facultad 

expresa para conciliar (f.11-13). 

 
3.3. Copia de la Resolución No. 4847 de 13 de junio de 2013 por medio de la 

cual se ordenó el reconocimiento y pago de la asignación de retiro al SC ® 

AURELIO VERDUGO GORDILLO (fols. 14-15). 

 
3.4. Hoja de servicios No. 91286734 con fecha de expedición del 17 de abril de 

2013 correspondiente al Sc ® AURELIO VERDUGO GORDILLO (f.17). 

 
3.5. Certificación del ultimo lugar laboral del señor SC ® VERDUGO GORDILLO 

(f.18). 

 
 

3.6. Certificaciones “REPORTE HISTORICO DE BASES Y PARTIDAS – 

TITULAR” años 2019, 2018, 2017, 2016, 2015, 2014 y 2013 (fols. 19-20). 

 

                                                                                                                                                     
2 Folio 6 del expediente digital 
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3.7. Petición con radicación No. 201921000466172 ID: 486840 del 10 de 

septiembre de 2019 dirigido ante la entidad convocada (fols.21-26). 

 
3.8. Respuesta a la petición elevada por la parte convocante, dada por la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional a través de la Jefe de Oficina Asesora 

Jurídica, Oficio 523865 del día 18 de diciembre de 2019 (fols.27-31). 

 
3.9. Constancia de radicación No. 20208000129682 del día 30 de enero de 2020 

ante la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (f.33). 

 

3.10. Auto No. 024 del día 11 de febrero de 2020 expedido por la Procuraduría 50 

Judicial II para Asuntos Administrativos de la ciudad de Bogotá que admite 

solicitud de conciliación (f. 34) 

 
3.11. Poder otorgado por la representante judicial y extrajudicial de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional al Dr. CARLOS ADOLFO BENAVIDES 

BLANCO con la respectiva documentación de acreditación (fols. 40-47). 

 
3.12. Acta en la que se expresan las determinaciones tomadas por el Comité de 

Conciliación y Defensa Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional (f.54-55). 

 
3.13. Liquidación efectuada por la Profesional Grupo Negocios Judiciales (fols. 63 

a 69), indicando los siguientes valores: 

 
VALOR TOTAL A PAGAR POR ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 

 
CONCILIACIÓN  

 
Valor de Capital Indexado  

 
4.826.813 

Valor Capital 100% 4.556.060 
Valor Indexación 270.753 
Valor Indexación por el (75%) 203.065 
Valor Capital más (75%) de la Indexación 4.759.125 
Menos descuento CASUR -172.570 
Menos descuento Sanidad -164.743 
VALOR A PAGAR 4.421.812 

 
3.14. Acta de conciliación extrajudicial celebrada ante la Procuraduría 50              

Judicial II para Asuntos Administrativos el día 30 de abril de 2020 entre el señor 

AURELIO VERDUGO GORDILLO y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 

POLICÍA NACIONAL (fols. 70 a 75). 

 
4. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 
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Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en el plenario acta de 

audiencia conciliación del día 30 de abril de 20203, referido al acuerdo conciliatorio 

entre la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y el señor AURELIO 

VERDUGO GORDILLO, según la cual, para los efectos pertinentes, se expone: 

 
“(…) Acto seguido, el apoderado de l aparte convocante expresa y ratifica 
las pretensiones a conciliar,  
(…) 
Por su parte, el apoderado del NACIÓN – CAJA DE SUELDOS 
DERETIRO DE LA POLICÍA NACIONA (CASU), manifiesta: 
“El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 22 del 28 de 
FEBRERO de 2020 consideró: 
SC ® AURELIO VERDUGO GORDILLO, identificado con cedula de 
ciudadanía No. 91.286.734, se le reconoció ADIGNACIÓN MENSUAL DE 
RETIRO mediante Resolución No. 4847 del 13 de junio de 2013, 
expedida por CASUR en cuantía del 75 % tomando para la liquidación de 
la prestación, el sueldo y partidas computables, establecidas en los 
decretos 1091 de 1995, 4433 de 2004, normas de carácter especial 
mediante las cuales se expide el Régimen de asignaciones y 
prestaciones para el personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. 
 
En la actualidad, el convocante solicita se evalué su pretensión, en razón 
a que se trata de un miembro del NIVEL EJECUTIVO, pretendiendo se 
reajuste su asignación de retiro fundamentado en los incrementos que en 
su apreciación deben tener las partidas computables. 
 
En el caso del SC ® AURELIO VERDUGO GORDILLO, al Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de Sueldos de Retiro de la 
Policía Nacional le asiste animó conciliatorio de acuerdo a lo establecido 
por este cuerpo colegiado en el Acta 41 del 28 de noviembre de 2019, en 
cuanto al reajuste de las partidas computables de la asignación mensual 
de retiro denominadas subsidio familiar y doceavas partes de las primas 
de navidad, servicios y vacaciones, bajo los siguientes parámetros: 
1. Se reconocerá el 100 % del capital  
2. Se conciliará el 75% de la indexación  
3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la 

cuenta de cobro con los documentos pertinentes en la entidad, tiempo 
en el cual no habrá lugar al pago de intereses. 

4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional 
correspondiente. 

En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa judicial de 
la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para 
el presente asunto le asiste ánimo conciliatorio” 
Se aportan en medio digital la certificación4 y las liquidaciones.” 
(Subrayado del Despacho)5 
 
Acto seguido, se registra manifestación allegada previamente mediante 
escrito de fecha 07/04/2020, por correo electrónico, por parte del 
apoderado de la parte convocante, donde manifiesta:  
 

                                                 
3 Folios 70 a 75 del expediente digital.  
4 Folio 54 a 55 del expediente digital   
5 Folio 36 a 69 del expediente digital 
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“HEBERT DIDIER VASQUEZ, mayor de edad, de nacionalidad 
colombiano, con domicilio en la ciudad de Bogotá 
D.C. identificado con la cedula de ciudadanía No. 
14.890.572 expedida en Buga, abogado con tarjeta profesional No. 
309439, del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como 
apoderado de la parte convocante señor AURELIO VERDUGO 
GORDILLO, identificado con la cedula de ciudadanía No. 91.286.734 
expedida en Bucaramanga, dentro del proceso de la referencia, me 
permito pronunciarme frente a la PROPUESTA POR EL COMITÉ 
CONCILIATORIO por parte de la entidad convocada CAJA DE SUELDOS 
RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL “CASUR” así, 
 
El apoderado de la parte Convocante, está de acuerdo con a Propuesta 
Conciliatoria presentada por el apoderado de la entidad Convocada, y no 
presenta ninguna oposición referente a la liquidación de la misma (…)”. 
 
 

  
II. CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA 
 
Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o 
improbación del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo 
establecido en los artículos 23 y 24 de la Ley 640 de 2001, que disponen: 

 

“Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes 
del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción.” 
 
Artículo 24.- Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo 
se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su 
celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer 
de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable.”  

     

De igual manera, teniendo en cuenta que ésta se celebró ante la Procuraduría 50 
Judicial II para Asuntos Administrativos en la ciudad de Bogotá, y como se está 
ante una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de los 
jueces administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, el conocimiento radica en 
este Despacho. 
 
2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 
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Lo que se pretende con el trámite de la conciliación prejudicial y la celebración de 
la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 
partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 
diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 
ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente para sus intereses.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de 
derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 
judicial, por medio de sus representantes legales o por conducto de sus 
apoderados. Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido 
económico de que conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales, serán conciliables, 
siempre que se cumplan los presupuestos de procedibilidad. 

 
En materia de lo Contencioso Administrativo, las conciliaciones extrajudiciales 
podrán adelantarse ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 
Jurisdicción, quienes remitirán las actas que contengan el acuerdo logrado por las 
partes, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción 
judicial, con el fin de de que imparta su aprobación o improbación. 

 
El acuerdo conciliatorio logrado por las partes deberá ser improbado por el juez 
cuando no se hubieren presentado las pruebas necesarias que lo sustenten, o el 
mismo resulte violatorio de la ley o lesione el patrimonio público. 
 
3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 
 
El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a 
los siguientes supuestos de aprobación6: 
 

a. La debida representación de las personas que concilian. 
b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores 
para conciliar. 
c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 
d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 
e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 
actuación. 
f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público 
(artículos 73 y 81 de la Ley 446 de 1998).  

 

                                                 
6 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  
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Véase si el acuerdo al que llegaron las partes cumple con los anteriores requisitos 
para impartir su aprobación:  
 
3.1 Representación de las partes y capacidad para conciliar. 
 
A la luz del artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o 
parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 
público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado y de 
acuerdo con el artículo 54 del Código General del Proceso, éste señala que tienen 
capacidad para ser parte las personas que puedan disponer de sus derechos y las 
demás deberán comparecer por intermedio de sus representantes  o  debidamente 
autorizadas por estos.  
 
En el sub-lite, el convocante AURELIO VERDUGO GORDILLO en su calidad de 
Sub comisario retirado de la Policía Nacional con asignación mensual de retiro, 
otorgó poder al abogado HEBERT DIDIER VASQUEZ facultándolo expresamente 
para conciliar7. 
 
De su parte, la convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional por 
conducto de apoderado debidamente facultado para conciliar, acudió el llamado 
manifestando su ánimo conciliatorio8. 
 
3.2 Que no haya operado la caducidad. 
 
El Despacho advierte que en el presente caso se está controvirtiendo el reajuste 
de una prestación periódica y de tracto sucesivo, por lo tanto, para estos casos no 
hay lugar a aplicar la caducidad de la acción (Numeral 2° artículo 164 de la Ley 
1437 de 2011). 
 
3.3 Regulación sobre la materia objeto de conciliación  
 
El régimen salarial y prestacional previsto para los miembros de la fuerza pública 
en virtud de su especialidad y excepcionalidad (artículos 217 y 218 C.P), se 
encuentra regulado por diferentes normatividades las cuales se hace necesario 
revisar para dar tramite de aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio 
presentado.  
 
Teniendo en cuenta las facultades extraordinarias otorgadas por el legislador al 
para modificar normas de carrera de la Policía Nacional a través de la Ley 62 de 
19939, se confirieron al Presidente de la República facultades extraordinarias para 
regular los siguientes aspectos: 
                                                 
7 Folio 11 a 13 del expediente digital 
8 Folios 40  a 47 del expediente digital  
9 “Artículo 35. Facultades extraordinarias. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la  Constitución Política, 
revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de seis (6) meses 
contados a partir de la promulgación de la presente ley, para los siguientes  efectos: 
 



 

 

Conciliación Extrajudicial 2020-00183 
Convocante: Aurelio Verdugo Gordillo 
Convocado: CASUR 

8 

 
       “ARTÍCULO 7o. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la 
Constitución Política de Colombia, revístese al Presidente de la República de 
precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de noventa (90) días, 
contados a partir de la promulgación de la presente Ley, para los siguientes 
efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel 
Ejecutivo a que se refiere el artículo 1o. de la presente Ley, a la cual podrán 
vincularse Suboficiales, Agentes, personal no uniformado y de incorporación 
directa. Esta nueva carrera comprenderá los siguientes aspectos: 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales (…)” 
 

En desarrollo de dicha facultad extraordinaria, el Presidente de la República 
expidió el Decreto 132 de 1995, mediante el cual se desarrolló el régimen 
aplicable a los miembros del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, contemplando 
su ingreso, formación, ascensos, sistema de evaluación, traslados, suspensión, 
retiro, reincorporación, así como un régimen de transición para quienes se 
encontraban incorporados a ese nivel al momento de declararse inexequible el 
Decreto Ley 41 de 1994. Sin embargo, al fijar tal régimen el Gobierno no realizó 
ninguna precisión respecto a las asignaciones o pensiones de los miembros del 
nivel ejecutivo. 

 
En tal virtud, el Presidente de la República promulgó el Decreto 1091 de 1995 “Por 
el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995”, que 
en cuanto a la forma de pago y liquidación de las primas de servicio, navidad, 
vacaciones y subsidio de alimentación que disponen los artículos 4, 5, 11, 12 y 49 
señaló: 
 

“Artículo 4º. Prima de servicio. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de servicio 
equivalente a quince (15) días de remuneración, que se pagará en los primeros 
quince (15) días del mes de julio de cada año, conforme a los factores 
establecidos en el artículo 13 de este decreto.  
  
Artículo 5º. Prima de navidad. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago anual de una prima de 
navidad equivalente a un mes de salario que corresponda al grado, a treinta (30) 
de noviembre y se pagará dentro de los primeros quince (15) días del mes de 
diciembre de cada año, conforme a los factores establecidos en el artículo 13 de 
este decreto.  
   
Artículo 11. Prima de vacaciones. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de vacaciones 
por cada año de servicio equivalente a quince (15) días de remuneración, 
conforme a los factores que se señalan en el artículo 13 de este Decreto.  
   

                                                                                                                                                     
1. Modificar las normas de carrera del personal de oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional en las siguientes 
materias: 
 
a) Jerarquía, clasificación y escalafón. En cuanto a oficiales y suboficiales el Gobierno determinará los niveles jerárquicos, 
la clasificación y los requisitos para acceder a cada uno de ellos (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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Artículo 12. Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno Nacional.  
   
Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, 
al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del 
servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas. 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia; 
c) Subsidio de Alimentación; 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio; 
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones; (…)” 

 
En el año 2004, el Legislador expidió la Ley marco 923, destinada exclusivamente 
a señalar los objetivos y criterios que debía seguir el Ejecutivo al momento de fijar 
el régimen pensional y de asignación de retiro de la Fuerza Pública, dentro de los 
que se encuentran los siguientes: 

 
“Artículo 2°. Objetivos y criterios. Para la fijación del régimen pensional y de 
asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Gobierno Nacional 
tendrá en cuenta además de los principios de eficiencia, universalidad, igualdad, 
equidad, responsabilidad financiera, intangibilidad y solidaridad los siguientes 
objetivos y criterios: 
 (…) 
 
3.3. Las partidas para liquidar la asignación de retiro serán las mismas sobre las 
cuales se fije el aporte a cargo de los miembros de la Fuerza Pública (…)” 
 

Posteriormente, el Gobierno Nacional, en desarrollo de lo dispuesto en la 
reseñada Ley marco 923 de 2004, expidió el Decreto 4433 del 31 de diciembre de 
2004 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de 
los miembros de la Fuerza Pública”, que en su artículo 23 estableció: 
 

 “Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 
(…) 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, las 
pensiones, y las sustituciones pensionales.” 

Igualmente, sobre la asignación de retiro de los miembros del Nivel Ejecutivo de la 
Policía Nacional, el Decreto 1858 de 2012 establece las partidas computables 
para su liquidación, que han sido contempladas en el Decreto 4433 de 2004, y 
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dispone que esta prestación se liquidará tomando en cuenta las variaciones que 
en todo tiempo se introduzcan a las asignaciones en actividad, según el principio 
de oscilación, reiterando las disposiciones del Decreto 1091 de 1995.  
 
De conformidad con el marco jurídico antes señalado, y en consideración a los 
medios de prueba aportados al expediente, el Despacho concluye que a AURELIO 
VERDUGO GORIDILLO, le asiste el derecho conciliado, por cuanto se le 
reconoció asignación de retiro mediante Resolución Nro. 4847 del 13 de junio de 
2013, efectiva a partir del 6 de junio de 2013. Desde el año 2014, únicamente la 
asignación básica y la prima de retorno a la experiencia, fueron incrementadas con 
fundamento en el principio de oscilación, conforme los decretos anuales expedidos 
por el Gobierno Nacional, y las demás partidas, subsidio de alimentación y las 
doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de servicios y de la prima de 
vacaciones, permanecieron estáticas hasta el 2018 y fueron incrementadas desde 
el 2020, como se evidencia en la siguiente tabla: 
 
  

Partidas Valor año 2014 Valor año 2018 Valor año 2020 
Sueldo básico $ 2.118.731.00 $ 2.801.561.00 $ 2.801.561.00 
Prima de retorno 
experiencia 

$ 164.657.52 $ 224.124.88 $ 224.124.68 

Prima de navidad $ 239.243.48 $239.243.48  $ 325.648.47 
Prima de servicios $ 94.438.27 $ 94.436.27 $ 128.542.83 
Prima de vacaciones $ 98.371.12 $ 98.371.12 $ 113.698.78 
Subsidio de 
alimentación 

$ 43.594.00 $ 43.594.00 $ 69.342 

 
 
Por consiguiente, a la parte convocante le asiste derecho a que el subsidio de 
alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de 
servicios y de la prima de vacaciones, partidas computables en su asignación de 
retiro sean reajustadas con el principio de oscilación desde el año 2014 en que se 
presenta diferencia. 
 
Frente al pago de las diferencias que resulten a favor del convocante, por el 
incremento del valor de las partidas computables de la asignación de retiro, operó 
el fenómeno prescriptivo, razón por la cual únicamente procede el pago de las 
diferencias causadas a favor de Aurelio Verdugo Gordillo, a partir del 10 de 
septiembre de 2016 teniendo en cuenta que la solicitud se presentó el 10 de 
septiembre de 2019, tal y como quedó planteado en el acuerdo conciliatorio 
suscrito por las partes. 
 
Además de los aspectos atrás analizados, el Juzgado encuentra que el Acta de la 
referida Conciliación, plasma de manera completa, cada uno de los términos en 
que ésta se realizó, e indica claramente cuáles son los extremos sujetos a la 
obligación, las sumas de dinero10, su concepto y el término dentro del cual 

                                                 
10 Si bien en el acta de conciliación del 30 de abril de 2020, en su encabezado alude como cuantía la suma de $3.978.747, 
se advierte que este es un error aritmético, ya que en el Acta No. 22 del 28 de febrero de 2020, emitida por el comité de 
conciliación y defensa judicial y de la liquidación presentada por el Grupo de Negocios Judicial de Casur, se acredito 
documentalmente que el monto conciliado es el de la suma de $4.421.812, teniendo en cuenta que en la audiencia ya 
mencionada, las partes convocante y convocada manifestaron conciliar de acuerdo a el acta y liquidación aportadas dentro 
del expediente conciliatorio. (folio 73 del expediente digital) 
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cancelará dichos valores, dando así cumplimiento a las exigencias establecidas en 
el artículo 34 de la Ley 23 de 1991, en cuanto al acta de conciliación se refiere. 
 
Igualmente, se encuentra demostrado que el Acuerdo Conciliatorio se fundó en un 
objeto y causa lícitos, sin vicios en el consentimiento de las partes conciliantes y 
sin que se lesionen los intereses del Estado, o afecte el erario en lo que fue 
materia de conciliación, pues se trata de los derechos laborales de que son 
titulares los funcionarios públicos, para lo cual debe existir una destinación 
presupuestal, máxime si previamente se encontraban reconocidos por la misma 
entidad nominadora. 
 
En conclusión, el Despacho considera que la fórmula de arreglo planteada por la 
entidad accionada y aceptada por la parte actora, cumple las exigencias previstas 
en la ley, por lo tanto conforme a lo previsto en el artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 que modificó el artículo 65A de la Ley 23 de 1991, aprobará el Acta de 
Conciliación Prejudicial suscrita el día 20 de mayo de 2020, entre AURELIO 
VERDUGO GORDILLO y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL –CASUR-, a través de sus apoderados debidamente acreditados, y 
ante el Procurador 50 Judicial II en Asuntos Administrativos. 
 
Por lo anterior, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito el día 30 de 
abril de 2020 entre el convocante AURELIO VERDUGO GORDILLO y la 
convocada CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, 
celebrado ante la Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos Administrativos de 
Bogotá, en los términos y condiciones allí acordados, por las razones expuestas 
en la parte motiva. 
 
SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 
presta mérito ejecutivo. 
 
TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su 
costa la copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos 
del artículo 114 del Código General del Proceso. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 



 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Gustavo Gómez Puentes 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de

Prestaciones Sociales del Magisterio 
Vinculado: Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00184-00                     
            
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 
GUSTAVO GÓMEZ PUENTES, a través de apoderado, contra la NACIÓN – MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° de la 
Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 1564 de 2012. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
al SECRETARIO DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 198 
y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 
1564 de 2012. 
 
4. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 
 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
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7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial3 de la parte 
demandante a la doctora PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑO4, en los términos y para 
los fines del poder conferido visto a hojas 01 y 02 del PDF “Anexos”. 
 
10. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115675 y PCSJA20-
115816, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
3 notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
4 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N°570977, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
  
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Alba Pilar López Zambrano 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de

Prestaciones Sociales del Magisterio 
Vinculado: Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00185-00                     
            
           
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por ALBA 
PILAR LÓPEZ ZAMBRANO, a través de apoderada, contra la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO- y  BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 
de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 1564 de 2012. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
al SECRETARIO DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 198 
y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 
1564 de 2012. 
 
4. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 
 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
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7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. ORDENAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en el término 
de diez (10) días, allegue al plenario y en medio magnético, digitalización del expediente 
administrativo de la docente Alba Patricia López Zambrano identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 39.533.622.  
 
10. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial de la parte 
demandante al doctor PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA3, en los términos y para los 
fines del poder conferido visto a folio 1 a 2 del documento anexos del expediente digital. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
DVT 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 
 

 

                                                 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
3 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 562789, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 

  

       

 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

 -SECCIÓN SEGUNDA-  
 

Bogotá, D.C., tres (3) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: María Lía Heredia de Escobar y Otros 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de 
Educación de Soacha 

Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00187-00                     
 
Procede el Despacho a resolver sobre admisión de la demanda presentada por 
María Lía Heredia de Escobar y Otros en contra de la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 
Secretaría de Educación de Soacha 
 
a) De la indebida acumulación de pretensiones. Escisión de la demanda. 
 
La apoderada de los demandantes solicita la declaratoria de nulidad del acto ficto, 
producto del silencio de la administración, frente al derecho de petición del 5 de 
diciembre de 2019, que fue radicado ante la Nación – Ministerio de Educación 
Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio-Secretaría de Educación 
de Socha, donde solicitó la devolución de los descuentos en salud en las mesadas 
adicionales de junio y diciembre. 
 
Como restablecimiento del derecho solicita el reintegro de los dineros descontados 
en la mesada adicional de junio y diciembre (12%) a partir de la adquisición del 
status jurídico de los pensionados hasta la fecha. 
 
En cuanto a la acumulación de pretensiones, debe realizarse su estudio teniendo 
en cuenta los eventos de carácter objetivo y subjetivo de las mismas. 
 
En la acumulación objetiva, el demandante acumula en una misma demanda varias 
pretensiones conexas o no contra un demandado. El artículo 165 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo señala: 
 

“Artículo 165. Acumulación de pretensiones. En la demanda se 
podrán acumular pretensiones de nulidad, de nulidad y 
restablecimiento del derecho, relativas a contratos y de reparación 
directa, siempre que sean conexas y concurran los siguientes 
requisitos:  
 
1. Que el juez sea competente para conocer de todas. No obstante 
cuando se acumulen pretensiones de nulidad con cualesquiera otras, 
será competente para conocer de ellas el juez de la nulidad. Cuando 
en la demanda se afirme que el daño ha sido causado por la acción u 
omisión de un agente estatal y de un particular, podrán acumularse 
tales pretensiones y la Jurisdicción Contencioso Administrativo será 
competente para su conocimiento y resolución.  
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2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se 
propongan como principales y subsidiarias.  
3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas. 
4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento.” 

 
De otra parte, la acumulación subjetiva se presenta cuando se acumulan en una 
demanda pretensiones de varios demandantes contra un demandado o cuando un 
solo demandante acumula pretensiones contra varios demandados o cuando varios 
demandantes acumulan pretensiones contra varios demandados. Al respecto el 
artículo 88 del Código General del Proceso dispone: 
 

“Artículo 88. Acumulación de pretensiones. El demandante podrá 
acumular en una misma demanda varias pretensiones contra el 
demandado, aunque no sean conexas, siempre que concurran los 
siguientes requisitos: 
 
1. Que el juez sea competente para conocer de todas, sin tener en 
cuenta la cuantía. 
2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se 
propongan como principales y subsidiarias. 
3. Que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento. 
 
En la demanda sobre prestaciones periódicas podrá pedirse que se 
condene al demandado a las que se llegaren a causar entre la 
presentación de aquella y el cumplimiento de la sentencia definitiva. 
 
También podrán formularse en una demanda pretensiones de uno o 
varios demandantes o contra uno o varios demandados, aunque sea 
diferente el interés de unos y otros, en cualquiera de los siguientes 
casos: 
 
a) Cuando provengan de la misma causa. 
b) Cuando versen sobre el mismo objeto. 
c) Cuando se hallen entre sí en relación de dependencia. 
d) Cuando deban servirse de unas mismas pruebas. 
 
En las demandas ejecutivas podrán acumularse las pretensiones de 
varias personas que persigan, total o parcialmente, los mismos bienes 
del demandado.” 

 
En el presente caso, la apoderada de los demandantes presenta una acumulación 
subjetiva de pretensiones por cuanto la parte activa está conformada por varios 
demandantes en contra de unos mismos demandados cuya pretensión conjunta es 
el reintegro de los descuentos en salud de las mesadas adicionales de junio y 
diciembre. 
 
Frente a lo anterior, pese a lo que se solicita en este caso es la devolución de los  
aportes de salud en las mesadas adicionales de junio y diciembre, lo cierto es que 
esta obedece a una acumulación subjetiva a la que concurrieron varios interesados, 
cada uno con pretensiones específicas, acumulación que se estima indebida, 
teniendo en cuenta que cada uno de los demandantes tiene o ha tenido una relación 
legal y reglamentaria con la entidad demandada con circunstancias laborales propias 
que pueden presentar variaciones relevantes para el estudio de su admisión, a saber: 
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diferencia en el año de reconocimiento y pago de la pensión de jubilación; diferencia 
en el año de reconocimiento de status pensional; diferencias en cuanto a los 
derechos de cada demandante derivadas de los distintos medios de prueba; esto así  
porque cada demandante debe aportar sus propias certificaciones en las cuales se 
especifique sobre cuáles periodos se solicita la devolución de los aportes en salud, 
dependiendo de las mesadas percibidas y los descuentos acreditados.  
 
De este modo, no cabe duda que las condiciones para el estudio de las solicitudes 
con relación a los descuentos en salud de las mesadas de junio y diciembre con 
respecto de cada uno de los solicitantes son diferentes y es necesario realizar el 
estudio en cada caso particular 
 
Por lo tanto, la parte actora debe adecuar la demanda en su totalidad a la situación 
concreta y particular de cada uno de los demandantes en escritos separados y 
allegarlos al expediente. 
 
En consecuencia, se ordena a la apoderada de la parte actora realice la escisión de 
la demanda presentada para cuyo efecto procederá al desglose de los documentos 
relativos a cada uno de los demandantes respectivamente más la integración de los 
nuevos escritos de demanda, para luego por parte de la Secretaría del Despacho, 
hacer la remisión a la Oficina de Apoyo Judicial para los Juzgados Administrativos 
de los procesos de los demandantes Dimas Cañón Guzmán y Graciela Arias de 
Cañón, de manera que se asigne nueva radicación, adjuntando copia del presente 
proveído.  
 
De esta forma, en lo sucesivo, bajo el número de radicación del presente expediente 
se tramitará únicamente la demanda respecto de la señora MARÍA LÍA HEREDIA 
DE ESCOBAR y para los casos de los señores DIMAS CAÑON GUZMÁN Y 
GRACIELA ARIAS DE CAÑON deberán conformarse expedientes separados. 
 
La radicación deberá ser asignada a este Despacho en virtud del principio de 
perpetuatio jurisdictionis como garantía de inmodificabilidad de la competencia 
judicial, en virtud del principio del debido proceso establecido en el artículo 29 de la 
Constitución Política, el cual obliga a las autoridades judiciales continuar con el 
trámite de los expedientes que se encuentran en su despacho, desde la admisión 
de la demanda y hasta la culminación de los mismos1. 
 
Para todos los efectos legales pertinentes téngase como fecha de presentación de 
las demandas el día veinticuatro (24) de julio de dos mil veinte (2020), en la cual fue 
radicada por primera vez en la oficina de Apoyo Judicial de los Juzgados 
Administrativos. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO: ESCINDIR la demanda presentada por MARÍA LÍA HEREDIA DE 
ESCOBAR contra Nación – Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de Educación de Soacha, por las 

                                                 
1 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda, Subsección “B”. Consejero Ponente: Dr. César 
Palomino Cortés. Expediente Radicado No. 11001-03-25-000-2015-01116-00(5061-15). Providencia del día 16 de noviembre 
de 2018. Recuperado de: http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/215/11001-03-25-000-2015-01116-
00.pdf 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/215/11001-03-25-000-2015-01116-00.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/215/11001-03-25-000-2015-01116-00.pdf
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razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia, y por lo cual debe 
la parte demandante presentar escritos de demanda separados e independientes 
por cada situación fáctica y jurídica de cada demandante. 
 
SEGUNDO: Para tal efecto, con el fin de ESCINDIR la demanda presentada por 
María Lía Heredia De Escobar, dentro de los cinco (05) días siguientes a la 
ejecutoria de la presente providencia, la apoderada de la parte demandante deberá 
allegar los nuevos escritos de demandas relativas a los señores Dimas Cañón 
Guzmán y Graciela Arias De Cañón. Una vez allegado los nuevos escritos de 
demanda y conformada con los documentos respectivos será remitida por la 
Secretaría del Despacho a la Oficina de Apoyo Judicial para los Juzgados 
Administrativos para efectos de que esta asigne las correspondientes radicaciones 
a las mismas y envíe las actas de reparto con la asignación a este mismo Despacho.  
 
En lo sucesivo, bajo el número de radicación del presente expediente se tramitará 
únicamente la demanda respecto de la señora María Lía Heredia De Escobar y 
para el caso de los señores Dimas Cañón Guzmán y Graciela Arias De Cañón 
deberá conformarse un expediente separado. 
 
TERCERO: RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial 
de la parte demandante a la doctora GLORIA TATIANA LOSADA PAREDES2, en 
los términos y para los fines del poder conferido visto a folio 13 a 18 documento 
denominado anexos del expediente digital.                             
 
CUARTO: Cumplido lo anterior INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho, para lo que corresponda. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

 
DVT 
 
 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
2 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 562992, a la fecha no registra sanciones en su contra. 



 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante: Willan Vargas Cely 
Demandado: Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación - 

ICFES1 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00188-00                     
            
Allegada por reparto a este juzgado la presente demanda promovida por la parte 
demandante WILLAN VARGAS CELY contra el INSTITUTO PARA LA 
EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN - ICFES, corresponderá verificar si el 
conocimiento está radicado para este Despacho judicial, así: 
 

CONSIDERACIONES 
 
Respecto del factor de competencia por razón del territorio, el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 156, 
numeral 3°, indica: 

 
“ARTICULO 156. Competencia por razón del territorio. Para la 
determinación de la competencia por razón del territorio se observan 
las siguientes reglas:  

(…) 
3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de 
carácter laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron 
o debieron prestarse los servicios” (Subraya el Despacho) 

 
De manera que conforme lo que precede, la presente demanda será remitida en 
razón del territorio a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Facatativá 
(reparto) –artículo 1º numeral 14° literal b), Acuerdo PSAA06-3321 de 2006 - , por 
ser de su competencia, por cuanto según la manifestación realizada por el 
apoderado de la parte demandante en el acápite denominado “VIII. COMPETENCIA 
Y CUANTÍA” así como en la respuesta del 06 de noviembre de 2019 a la 
reclamación frente a los resultados de la Evaluación de Carácter Diagnóstico 
Formativa (EDCF) cohorte III expedida por el Instituto Colombiano para la 
Evaluación de la Educación – ICFES dirigida al señor Willan Vargas Cely, figura 
como último lugar de prestación de servicios de la parte demandante “ENTIDAD 
TERRITORIAL: FUNZA”, como se puede evidenciar en las hojas 57 y 69 del PDF 
“Demanda” respectivamente. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia territorial de este Juzgado para 
conocer el presente asunto, de conformidad con las razones de hecho y de derecho 
establecidas en la parte motiva de esta providencia. 
                                                 
1 Recuperado de: https://www.icfes.gov.co/web/guest/funciones-icfes 

https://www.icfes.gov.co/web/guest/funciones-icfes
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SEGUNDO: REMITIR las presentes diligencias ante los Juzgados Administrativos 
Orales del Circuito Judicial de Facatativá (Cundinamarca) -REPARTO-. 
 
TERCERO: Si eventualmente el Juez a quien se le asigne el presente asunto, se 
aparta de las razones de hecho y de derecho expuestas en esta providencia para 
avocar su conocimiento, desde ya se propone conflicto negativo de competencia 
ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 
 
CUARTO: En firme el presente auto, por Secretaría DEJAR las constancias 
respectivas y cúmplase a la mayor brevedad con lo aquí resuelto. 
 
QUINTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, conforme a lo señalado en los 
acuerdos PCSJA20-115672 y PCSJA20-115813, expedidos por la Presidencia del 
Consejo Superior de la Judicatura. Las documentales deberán ser enviadas de 
manera electrónica al siguiente correo electrónico del Despacho 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
DHC 
 
 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
 

                                                 
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Loren Alexis Ortíz Montoya  
Demandado: Nación — Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00189-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 
Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 
citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
Pretende la parte demandante, entre otras peticiones, “1. Inaplicar por inconstitucional, 
en virtud del artículo 4º de la Constitución Política, las expresiones” … y constituirá factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al sistema 
General de Pensiones y al Sistema de Seguridad Social en Salud”, del artículo primero 
del Decreto No. 0383 de 2013 y los que modifiquen, deroguen o adicionen”1 
 
En ese orden de ideas, dispone el artículo 1º del Decreto 0383 de 2013: 
 

 “ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la 
Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y 
prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las 
disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, 
la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones 
y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero de 
2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público 
permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que 
se fija en las siguientes tablas, así: …”. (Negrilla fuera de texto). 

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad, ante una eventual prosperidad 
de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a 
favor de los Jueces de la República el reconocimiento de la bonificación judicial 
como remuneración con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello 
implica. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que reinan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto en 
las resultas del proceso. 
 
En tal virtud, manifiesto impedimento para conocer del presente proceso y de igual 
manera, considero que los jueces administrativos también se encuentran inmersos 

                                                 
1 Folio 1 de la demanda expediente digital.  Ver pretensiones demanda. 
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en la causal de impedimento2, por lo que, para el trámite de éste se dispone remitir 
las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo3. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
para lo de su cargo. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 

 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 

 
DVT 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
________________________________ 

ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 
SECRETARIO 

                                                 
2 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
3 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. 
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Yolanda de las Mercedes Verdugo Dallos 
Demandado: Subred Integrada de Servicios Sur Occidente E.S.E 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00191-00                     
            
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada POR 
YOLANDA DE LAS MERCEDES VERDUGO DALLOS a través de apoderado, contra la 
SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E, y conforme 
a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por 
el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal al GERENTE de la SUBRED INTEGRADA 
DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E., de conformidad con los artículos 
197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 
de la ley 1564 de 2012. 
 
2. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 

Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

3. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

4. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 
 
5. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 
6. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
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de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
8. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial3 de la parte 
demandante al abogado JORGE IVÁN GONZÁLEZ LIZARAZO4, en los términos y para los 
fines del poder conferido visto en hojas 18 y 19 del PDF “Demanda”.              
 

9. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-11567 y PCSJA20-
11581, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C.  

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
3 notificacionesjudiciales.ap@gmail.com  
4 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 587732, a la fecha no registra sanciones en su contra. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales.ap@gmail.com


 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Jonny Rolando Barrera Escobar  
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00192-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, 
pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto citado en la 
referencia, como pasa a explicarse: 
 
Pretende la parte demandante, entre otras peticiones: “PRIMERA: Que mediante el trámite 
del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, conforme a lo anterior se 
proceda a inaplicar el artículo 1 del Decreto 0382 del 2013, modificado por el decreto 022 
de 2014 párrafos finales que establecen “constituirá únicamente factor salarial para la base 
de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud” por ser visiblemente ILEGAL  e INCOSTITUCIONAL. (…) SEGUNDA: Solicito se 
extienda el valor de la bonificación judicial establecida en el decreto 0382 del 2013, 
modificado por el decreto 022 de 2014, para que sea incluida como factor prestacional para 
la liquidación de la prima de servicios, prima de navidad, prima de vacaciones, cesantías e 
intereses a las cesantías, primas de productividad, bonificación por servicios prestados. Y 
derechos laborales que por disposición legal o Constitucional, tiene derecho el convocante, 
teniendo en cuenta que es pagada de manera periódica y se recibe de forma habitual.” 1 
 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 0382 de 
2013 el cual desarrolla  las normas generales señaladas en la Ley 4 de 1992: 
 

 “ARTÍCULO  1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el 
Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 y por 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 
cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para 
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se reconocerá a partir 
del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor 
público permanezca en el servicio y corresponde para cada año, al valor que 
se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 dentro del 
proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en sala plena de la 
Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS y con 
sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 donde se resolvió sobre 
impedimento relacionado con la pretensión de inconstitucionalidad y otorgamiento de 
carácter de factor salarial a la bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 
de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

                                                 
1 Folio 03 de la demanda, expediente digital.  Ver pretensiones demanda. 
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remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 
causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 
demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 
dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 
proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 
favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 
despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 
la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 
decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 
General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 
las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 
fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 
efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 
incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 
manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 
proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 
salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 
creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 
de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 
manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 
fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 
implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 
con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 
hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 
razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 
conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 
del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 
se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 
contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 
situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 
respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 
consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la posibilidad 
de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de la bonificación judicial 
como remuneración con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, 
teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, 
converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica 
que esta instancia judicial se abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
 
En tal virtud, y a pesar de haberse tramitado con anterioridad en este Despacho casos 
similares de acuerdo con los pronunciamientos del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca que no declaraban fundados los impedimentos de los jueces de esta 
sección, acogiendo el citado precedente del Consejo de Estado, manifiesto impedimento 
para conocer del presente proceso y de igual manera, considero que los jueces 
administrativos también se encuentran inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, 
para el trámite de éste se dispone remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, para lo de su cargo4. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
DVT 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
________________________________ 

ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 
SECRETARIO 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. 
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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 Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

Conciliación Extrajudicial 
Expediente No. 11001-3335-014-2019-00194-00                   
Convocante: LUZ MERY TORRES MEJÍA 
Convocado:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL -CASUR- 
 

Con fundamento en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, el Despacho procede a 

decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio llevado a cabo 

ante la Procuraduría 194 Judicial I para Asuntos Administrativos, celebrado entre 

la señora LUZ MERY TORRES MEJÍA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE 

LA POLICÍA NACIONAL -CASUR- 
 

I. ANTECEDENTES. 
 

1. OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 
 

A fin de obtener el reconocimiento y pago del reajuste de la asignación de retiro 

desde los años 2017 y 2018, incrementando las partidas computables de la 

asignación mensual de retiro como subsidio de alimentación y la duodécima parte 

(1/12) de las primas de servicios, navidad y de vacaciones de acuerdo con el 

principio de oscilación, la señora LUZ MERY TORRES MEJÍA, por conducto de 

apoderado, y ante la Procuraduría 194 Judicial I para Asuntos Administrativos, 

haciendo uso del mecanismo de la conciliación extrajudicial, convocó a la CAJA 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, representada por su Director 

General, para celebrar audiencia de conciliación. 
 

2. HECHOS.1 

 

2.1. La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional mediante Resolución No. 

9738 de 27 de diciembre de 2016, reconoció a la SC. ® LUZ MERY TORRES 

MEJÍA asignación de retiro. 

 

                                                 
1 Folio 8 a 9 del expediente digital. 
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2.2. La convocante presentó ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional, derecho de petición radicado 20201200-010125502 ID control: 549593 del 

día 6 de marzo de 20202,  en el que solicitó el reconocimiento y pago de los valores 

correspondientes al incrementando las partidas computables de la asignación 

mensual de retiro como subsidio de alimentación y la duodécima parte (1/12) de las 

primas de servicios, navidad y de vacaciones de acuerdo con el principio de 

oscilación, y mediante Oficio 20201200-010109801 ID  560885 del 29 de abril de 

2020, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le indicó los parámetros 

establecidos para acudir en conciliación extrajudicial ante la Procuraduría General 

de la Nación. 

 
2.3. Mediante documento con radicado Nº 20204020544672 el 5 de mayo de 

2020, la convocante realizó el aporte de documentos ante la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado sobre la solicitud de conciliación (fl. 33). 

 

2.4. Mediante el mecanismo de conciliación extrajudicial la parte convocante 

presentó solicitud ante la Procuraduría General de la Nación (f.34). 

 
2.5. La Procuraduría 194 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá 

celebró Audiencia de conciliación el día 26 de junio de 2020 (f.71-78). 

 

3. PRUEBAS. 

 

3.1. Solicitud de conciliación extrajudicial presentada por la parte convocante 

(fols. 7-15). 

 

3.2. Poder otorgado por el convocante al Dr. Daniel Tasco Bohórquez con 

facultad expresa para conciliar (f. 6). 

 
3.3. Hoja de servicios No. 23637525 con fecha de expedición del 17 de 

noviembre de 2018 correspondiente a la SC ® LUZ MERY TORRES MEJÍA (f.17). 

 
3.4. Copia de la Liquidación de asignación de retiro del periodo 11 de octubre de 

2016 hasta 11 de enero de 2017 y tiempo de servicios de la convocante (f. 18) 

 
3.5. Copia de la Resolución No. 9738 de 27 de diciembre de 2016 por medio de 

la cual se ordenó el reconocimiento y pago de la asignación de retiro a la SC ® 

LUZ MERY TORRES MEJÍA (fols. 19-20). 

 
 

                                                 
2 Folio 30 a 32 del expediente digital 
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3.6. Certificación del último lugar laboral de la señora SC ® TORRES MEJÍA  

(f.21). 

 

3.7. Certificaciones “REPORTE HISTORICO DE BASES Y PARTIDAS – 

TITULAR” años 2020, 2019, 2018 y 2017 (fols. 22-23). 

 
3.8. Respuesta a la petición elevada por la parte convocante, dada por la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional a través de la Jefe de Oficina Asesora 

Jurídica, Oficio 560885 del día 29 de abril de 2020 (fols.24-29). 

 
3.9. Petición con radicación No.20201200-010125502 ID: 549593 del 6 de marzo 

de 2020 dirigido ante la entidad convocada (fols.30-32). 

 
3.10. Constancia de radicación No. 20204020544672 del día 05 de mayo de 2020 

ante la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (f.33). 

 

3.11. Auto No. 072 del día 20 de mayo de 2020 expedido por la Procuraduría 194 

Judicial I para Asuntos Administrativos de la ciudad de Bogotá que admite solicitud 

de conciliación (f. 36). 

 
3.12. Poder otorgado por la representante judicial y extrajudicial de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional al Dr. CARLOS ADOLFO BENAVIDES 

BLANCO con la respectiva documentación de acreditación (fols. 48-61). 

 
3.13. Acta en la que se expresan las determinaciones tomadas por el Comité de 

Conciliación y Defensa Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional (f.62-63). 

 
3.14. Liquidación efectuada por la Profesional Grupo Negocios Judiciales (fols. 64 

a 69), indicando los siguientes valores: 

 
VALOR TOTAL A PAGAR POR ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 

 
CONCILIACIÓN  

 
Valor de Capital Indexado  

 
1.941.132 

Valor Capital 100% 1.842.844 
Valor Indexación 98.288 
Valor Indexación por el (75%) 73.716 
Valor Capital más (75%) de la Indexación 1.916.560 
Menos descuento CASUR -65.127 
Menos descuento Sanidad -66.216 
VALOR A PAGAR 1.785.217 

 
3.15. Acta de conciliación extrajudicial celebrada ante la Procuraduría 194              

Judicial I para Asuntos Administrativos el día 26 de junio de 2020 entre la señora 
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LUZ MERY TORRES MEJÍA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 

POLICÍA NACIONAL (fols. 71 a 78). 

 
4. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 

 

Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en el plenario acta de 

audiencia conciliación del día 26 de junio de 20203, referido al acuerdo conciliatorio 

entre la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y la señora LUZ MERY 

TORRES MEJÍA, según la cual, para los efectos pertinentes, se expone: 

 
“(…) En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra 
a las partes para que expongan sucintamente sus posiciones, en 
virtud de lo cual la parte convocante manifiesta: que se ratifica en 
todas y cada una de sus pretensiones  
(…) 
 
En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra al 
apoderado de la entidad convocada CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
DE LA POLICIA NACIONAL (CASUR), para que señale cuál fue la 
decisión tomada por el Comité de Conciliación de la entidad que 
representa, quien manifiesta: “El comité de conciliación y defensa 
judicial mediante Acta 27 del 04 de JUNIO de 2020, consideró: SC ® LUZ 
MERY TORERES MEJÍA, identificada con cedula de ciudadanía No. 
23.637.525, se le reconoció ASIGNACIÓN DE RETIRO mediante 
resolución no. 9738 del 27 de diciembre de 2016 expedido por CASUR, 
en cuantía del 83%, tomando para la liquidación de la prestación, el 
sueldo y partidas computables, establecidas en los Decretos 1091 de 
1995, 4433 de 2004, normas de carácter especial mediante las cuales se 
expide el Régimen de asignaciones y prestaciones para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. En la actualidad, el convocante 
solicita se evalúe su pretensión, en razón a que se trata de un miembro 
del NIVEL EJECUTIVO, pretendiendo se reajuste su asignación de retiro 
fundamentado en los incrementos que en su apreciación deben tener las 
partidas computables. En el caso del SC ® LUZ MERY TORRES MEJÍA, 
al Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de Sueldos de 
Retiro de la Policía Nacional le asiste animó conciliatorio de acuerdo a lo 
establecido por este cuerpo colegiado en el Acta 41 del 28 de noviembre 
de 2019, en cuanto al reajuste de las partidas computables de la 
asignación mensual de retiro denominadas subsidio familiar y doceavas 
partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los 
siguientes parámetros: 
1. Se reconocerá el 100 % del capital  
2. Se conciliará el 75% de la indexación  
3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la 

cuenta de cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, 
tiempo en el cual no habrá lugar al pago de intereses. 

4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional 
correspondiente. 

En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa judicial de 
la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para 

                                                 
3 Folios 71 a 78 del expediente digital.  
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el presente asunto le asiste ánimo conciliatorio”. A través de correo 
electrónico, el día 18 de junio el apoderado de la 
convocada allegó certificación de fecha 17 de junio de 
2020, expedido por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación y 
Defensa Judicial de la entidad, en un (01) folio, la cual se adjunta a la 
presente.  
 
Igualmente, en el mismo correo electrónico, Caja de Sueldos de Retiro de 
la Policía Nacional – Casur, allegó liquidación de fecha 18 de junio de 
2020, relacionado como fecha de inicio de pago el día 06 de marzo de 
2017 y fecha de ejecutoria 26 de junio de 2020, correspondiente a 
TORRES MEJÍA LUZ MERY, identificada con la cédula de ciudadanía 
23.637.525 discriminando los valores así: 
 
Valor de Capital Indexado  

 
1.941.132 

Valor Capital 100% 1.842.844 
Valor Indexación 98.288 
Valor Indexación por el (75%) 73.716 
Valor Capital más (75%) de la Indexación 1.916.560 
Menos descuento CASUR -65.127 
Menos descuento Sanidad -66.216 
VALOR A PAGAR 1.785.217 

 
En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a la 
convocada para que señale su posición frente a la propuesta 
formulada por el Comité de Conciliación de la entidad convocante, 
quien manifiesta: “Acepto Íntegramente la propuesta de conciliación” 
 

  
II. CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA 
 
Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o 
improbación del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo 
establecido en los artículos 23 y 24 de la Ley 640 de 2001, que disponen: 

 

“Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes 
del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción.” 
 
Artículo 24.- Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo 
se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su 
celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer 
de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable.”  

     

De igual manera, teniendo en cuenta que ésta se celebró ante la Procuraduría 194 
Judicial I para Asuntos Administrativos en la ciudad de Bogotá, y como se está 
ante una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de los 
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jueces administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, el conocimiento radica en 
este Despacho. 
 
2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 
 
Lo que se pretende con el trámite de la conciliación prejudicial y la celebración de 
la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 
partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 
diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 
ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente para sus intereses.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de 
derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 
judicial, por medio de sus representantes legales o por conducto de sus 
apoderados. Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido 
económico de que conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales, serán conciliables, 
siempre que se cumplan los presupuestos de procedibilidad. 

 
En materia de lo Contencioso Administrativo, las conciliaciones extrajudiciales 
podrán adelantarse ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 
Jurisdicción, quienes remitirán las actas que contengan el acuerdo logrado por las 
partes, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción 
judicial, con el fin de de que imparta su aprobación o improbación. 

 
El acuerdo conciliatorio logrado por las partes deberá ser improbado por el juez 
cuando no se hubieren presentado las pruebas necesarias que lo sustenten, o el 
mismo resulte violatorio de la ley o lesione el patrimonio público. 
 
3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 
 
El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a 
los siguientes supuestos de aprobación4: 
 

a. La debida representación de las personas que concilian. 
b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores 
para conciliar. 
c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 
d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 

                                                 
4 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  
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e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 
actuación. 
f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público 
(artículos 73 y 81 de la Ley 446 de 1998).  

 
Véase si el acuerdo al que llegaron las partes cumple con los anteriores requisitos 
para impartir su aprobación:  
 
3.1 Representación de las partes y capacidad para conciliar. 
 
A la luz del artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o 
parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 
público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado y de 
acuerdo con el artículo 54 del Código General del Proceso, éste señala que tienen 
capacidad para hacer parte las personas que puedan disponer de sus derechos y 
las demás deberán comparecer por intermedio de sus representantes  o  
debidamente autorizadas por estos.  
 
En el sub-lite, la convocante LUZ MERY TORRES MEJÍA en su calidad de Sub 
comisario retirada de la Policía Nacional con asignación mensual de retiro, otorgó 
poder al abogado DANIEL TASCO BOHÓRQUEZ facultándolo expresamente para 
conciliar5. 
 
De su parte, la convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional por 
conducto de apoderado debidamente facultado para conciliar, acudió el llamado 
manifestando su ánimo conciliatorio6. 
 
3.2 Que no haya operado la caducidad. 
 
El Despacho advierte que en el presente caso se está controvirtiendo el reajuste 
de una prestación periódica y de tracto sucesivo, por lo tanto, para estos casos no 
hay lugar a aplicar la caducidad de la acción (Numeral 2° artículo 164 de la Ley 
1437 de 2011). 
 
3.3 Regulación sobre la materia objeto de conciliación  
 
El régimen salarial y prestacional previsto para los miembros de la fuerza pública 
en virtud de su especialidad y excepcionalidad (artículos 217 y 218 C.P), se 
encuentra regulado por diferentes normatividades las cuales se hace necesario 
revisar para dar tramite de aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio 
presentado.  
 

                                                 
5 Folio 6 del expediente digital 
6 Folios 48 a 61 del expediente digital  
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Mediante facultades extraordinarias el legislador otorgó al Presidente de la 
República competencia para modificar normas de carrera de la Policía Nacional, a 
través de la Ley 62 de 19937, en los siguientes aspectos: 

 
       “(…) 
ARTÍCULO 7o. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la 
Constitución Política de Colombia, revístese al Presidente de la República de 
precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de noventa (90) días, 
contados a partir de la promulgación de la presente Ley, para los siguientes 
efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel 
Ejecutivo a que se refiere el artículo 1o. de la presente Ley, a la cual podrán 
vincularse Suboficiales, Agentes, personal no uniformado y de incorporación 
directa. Esta nueva carrera comprenderá los siguientes aspectos: 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales 
(…) 
 

En desarrollo de dicha facultad extraordinaria, el Presidente de la República 
expidió el Decreto 132 de 1995, mediante el cual se desarrolló el régimen 
aplicable a los miembros del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, contemplando 
su ingreso, formación, ascensos, sistema de evaluación, traslados, suspensión, 
retiro, reincorporación, así como un régimen de transición para quienes se 
encontraban incorporados a ese nivel al momento de declararse inexequible el 
Decreto Ley 41 de 1994. Sin embargo, al fijar tal régimen el Gobierno no realizó 
ninguna precisión respecto a las asignaciones o pensiones de los miembros del 
nivel ejecutivo. 

 
En tal virtud, el Presidente de la República promulgó el Decreto 1091 de 1995 “Por 
el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995”, que 
en cuanto a la forma de pago y liquidación de las primas de servicio, navidad, 
vacaciones y subsidio de alimentación que disponen los artículos 4, 5, 11, 12 y 49 
señaló: 
 

“Artículo 4º. Prima de servicio. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de servicio 
equivalente a quince (15) días de remuneración, que se pagará en los primeros 
quince (15) días del mes de julio de cada año, conforme a los factores 
establecidos en el artículo 13 de este decreto.  
  
Artículo 5º. Prima de navidad. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago anual de una prima de 
navidad equivalente a un mes de salario que corresponda al grado, a treinta (30) 
de noviembre y se pagará dentro de los primeros quince (15) días del mes de 
diciembre de cada año, conforme a los factores establecidos en el artículo 13 de 
este decreto.  

                                                 
7 “Artículo 35. Facultades extraordinarias. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la  Constitución Política, 
revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de seis (6) meses 
contados a partir de la promulgación de la presente ley, para los siguientes  efectos: 
 
1. Modificar las normas de carrera del personal de oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional en las siguientes 
materias: 
 
a) Jerarquía, clasificación y escalafón. En cuanto a oficiales y suboficiales el Gobierno determinará los niveles jerárquicos, 
la clasificación y los requisitos para acceder a cada uno de ellos (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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Artículo 11. Prima de vacaciones. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de vacaciones 
por cada año de servicio equivalente a quince (15) días de remuneración, 
conforme a los factores que se señalan en el artículo 13 de este Decreto.  
   
Artículo 12. Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno Nacional.  
   
Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, 
al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del 
servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas. 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia; 
c) Subsidio de Alimentación; 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio; 

f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones; (…)” 
 
En el año 2004, el Legislador expidió la Ley marco 923, destinada exclusivamente 
a señalar los objetivos y criterios que debía seguir el Ejecutivo al momento de fijar 
el régimen pensional y de asignación de retiro de la Fuerza Pública, dentro de los 
que se encuentran los siguientes: 

 
“Artículo 2°. Objetivos y criterios. Para la fijación del régimen pensional y de 
asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Gobierno Nacional 
tendrá en cuenta además de los principios de eficiencia, universalidad, igualdad, 
equidad, responsabilidad financiera, intangibilidad y solidaridad los siguientes 
objetivos y criterios: 
 (…) 
 
3.3. Las partidas para liquidar la asignación de retiro serán las mismas sobre las 
cuales se fije el aporte a cargo de los miembros de la Fuerza Pública (…)” 
 

Posteriormente, el Gobierno Nacional, en desarrollo de lo dispuesto en la 
reseñada Ley marco 923 de 2004, expidió el Decreto 4433 del 31 de diciembre de 
2004 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de 
los miembros de la Fuerza Pública”, que en su artículo 23 estableció: 
 

 “Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 
(…) 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
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Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, las 
pensiones, y las sustituciones pensionales.  (…)” 

 
Igualmente, sobre la asignación de retiro de los miembros del Nivel Ejecutivo de la 
Policía Nacional, el Decreto 1858 de 2012 establece las partidas computables 
para su liquidación, que han sido contempladas en el Decreto 4433 de 2004, y 
dispone que esta prestación se liquidará tomando en cuenta las variaciones que 
en todo tiempo se introduzcan a las asignaciones en actividad, según el principio 
de oscilación, reiterando las disposiciones del Decreto 1091 de 1995.  
 
De conformidad con el marco jurídico antes señalado, y en consideración a los 
medios de prueba aportados al expediente, el Despacho concluye que a la 
convocante LUZ MERY TORRES MEJÍA, le asiste el derecho conciliado, por 
cuanto se le reconoció asignación de retiro mediante Resolución Nro. 9738 del 27 
de diciembre de 2016, efectiva a partir del 11 de enero de 2017. Esto así, por 
cuanto desde el año 2017, únicamente la asignación básica y la prima de retorno a 
la experiencia, fueron incrementadas con fundamento en el principio de oscilación, 
conforme los decretos anuales expedidos por el Gobierno Nacional, y las demás 
partidas, subsidio de alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, 
de la prima de servicios y de la prima de vacaciones, permanecieron estáticas 
hasta el 2018 y fueron incrementadas desde el 2019, como se evidencia en la 
siguiente tabla: 
  

Partidas Valor año 2017 Valor año 2018 Valor año 2019 
Sueldo básico $ 2.680.919.00 $ 2.680.919 $ 2.801.561.00 
Prima de retorno 
experiencia 

$ 191.330.25 $ 201.068.93 $ 210.117.08 

Prima de navidad $ 276.701.01 $276.701.01  $ 289.152.56 
Prima de servicios $ 109.150.45 $ 109.150.45 $ 114.062.23 
Prima de vacaciones $ 113.698.40 $ 113.698.40 $ 118.814.83 
Subsidio de 
alimentación 

$ 54.035.00 $ 54.035.00 $ 56.468.68 

 
Por consiguiente, a la parte convocante le asiste derecho a que el subsidio de 
alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de 
servicios y de la prima de vacaciones, partidas computables en su asignación de 
retiro sean reajustadas con el principio de oscilación desde el año 2017 en que se 
presenta diferencia. 
 
Además de los aspectos atrás analizados, el Juzgado encuentra que el Acta de la 
referida Conciliación, plasma de manera completa, cada uno de los términos en 
que ésta se realizó, e indica claramente cuáles son los extremos sujetos a la 
obligación, las sumas de dinero, su concepto y el término dentro del cual 
cancelará dichos valores, dando así cumplimiento a las exigencias establecidas en 
el artículo 34 de la Ley 23 de 1991, en cuanto al acta de conciliación se refiere. 
 
Igualmente, se encuentra demostrado que el Acuerdo Conciliatorio se fundó en un 
objeto y causa lícitos, sin vicios en el consentimiento de las partes conciliantes y 
sin que se lesionen los intereses del Estado, o afecte el erario en lo que fue 
materia de conciliación, pues se trata de los derechos laborales de que son 
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titulares los exfuncionarios públicos, para lo cual debe existir una destinación 
presupuestal, máxime si previamente se encontraban reconocidos por la entidad 
nominadora. 
 
En conclusión, el Despacho considera que la fórmula de arreglo planteada por la 
entidad accionada y aceptada por la parte actora, cumple las exigencias previstas 
en la ley, por lo tanto conforme a lo previsto en el artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 que modificó el artículo 65A de la Ley 23 de 1991, aprobará el Acta de 
Conciliación Prejudicial suscrita el día 26 de junio de 2020, entre la señora LUZ 
MERY TORRES MEJÍA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL –CASUR-, a través de sus apoderados debidamente acreditados, y 
ante el Procurador 194 Judicial I en Asuntos Administrativos. 
 
Por lo anterior, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito el día 26 de 
junio de 2020 entre la convocante LUZ MERY TORRES MEJÍA y la convocada 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, celebrado ante la 
Procuraduría 194 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá, en los 
términos y condiciones allí acordados, por las razones expuestas en la parte 
motiva. 
 
SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 
presta mérito ejecutivo. 
 
TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su 
costa la copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos 
del artículo 114 del Código General del Proceso. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Edna Paola Correal Rodríguez 
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00195-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, 
pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto citado en la 
referencia, como pasa a explicarse: 
 
Pretende la parte demandante, entre otras peticiones: “PRIMERA: Que mediante el trámite 
del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, conforme a lo anterior se 
proceda a inaplicar el artículo 1 del Decreto 0382 del 2013, modificado por el decreto 022 
de 2014 párrafos finales que establecen “constituirá únicamente factor salarial para la base 
de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud” por ser visiblemente ILEGAL  e INCOSTITUCIONAL. (…) SEGUNDA: Solicito se 
extienda el valor de la bonificación judicial establecida en el decreto 0382 del 2013, 
modificado por el decreto 022 de 2014, para que sea incluida como factor prestacional para 
la liquidación de la prima de servicios, prima de navidad, prima de vacaciones, cesantías e 
intereses a las cesantías, primas de productividad, bonificación por servicios prestados. Y 
derechos laborales que por disposición legal o Constitucional, tiene derecho el convocante, 
teniendo en cuenta que es pagada de manera periódica y se recibe de forma habitual.” 
(…)” 1 
 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 0382 de 
2013 el cual desarrolla  las normas generales señaladas en la Ley 4 de 1992: 
 

 “ARTÍCULO  1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el 
Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 y por 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 
cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para 
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se reconocerá a partir 
del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor 
público permanezca en el servicio y corresponde para cada año, al valor que 
se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 dentro del 
proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en sala plena de la 
Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS y con 
sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 donde se resolvió sobre 
impedimento relacionado con la pretensión de inconstitucionalidad y otorgamiento de 
carácter de factor salarial a la bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 
de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

                                                 
1 Folio 03 de la demanda, expediente digital.  Ver pretensiones demanda. 



 
 

 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2019-00410 
 
 

2 

 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 
causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 
demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 
dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 
proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 
favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 
despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 
la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 
decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 
General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 
las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 
fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 
efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 
incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 
manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 
proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 
salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 
creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 
de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 
manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 
fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 
implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 
con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 
hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 
razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 
conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 
del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 
se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 
contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 
situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 
respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 
consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la posibilidad 
de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de la bonificación judicial 
como remuneración con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, 
teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, 
converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica 
que esta instancia judicial se abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
 
En tal virtud, y a pesar de haberse tramitado con anterioridad en este Despacho casos 
similares de acuerdo con los pronunciamientos del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca que no declaraban fundados los impedimentos de los jueces de esta 
sección, acogiendo el citado precedente del Consejo de Estado, manifiesto impedimento 
para conocer del presente proceso y de igual manera, considero que los jueces 
administrativos también se encuentran inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, 
para el trámite de éste se dispone remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, para lo de su cargo4. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
DVT 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
________________________________ 

ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 
SECRETARIO 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. 
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 



 
 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Gabriel Martínez Suárez 
Demandado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00196-00                     
            
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 
GABRIEL MARTÍNEZ SUÁREZ a través de apoderado, contra la CAJA DE SUELDOS DE 
RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL - CASUR, y conforme a lo dispuesto en los artículos 
138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en 
primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal al DIRECTOR GENERAL de la CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la 
ley 1564 de 2012. 
 
2. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 

Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

3. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

4. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 
 
5. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 



 
 
 
 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2020-00196 

 
2 

 

6. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
8. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial3 de la parte 
demandante al doctor LIBARDO CAJAMARCA CASTRO4, en los términos y para los fines 
del poder conferido visto en hojas 14 y 15 del PDF “Demanda”.              
 

9. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-11567 y PCSJA20-
11581, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
3 libardocajamarcacastro@hotmail.com  
4 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N°570987, a la fecha no registra sanciones en su contra. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:libardocajamarcacastro@hotmail.com


 
 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante: José Andrés Monroy Lozano 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00198-00                     
            
PREVIO al estudio de la admisión de la demanda de acuerdo con los artículos 138, 155 
numeral 2°, 161 y siguientes de la Ley 1437 de 2011, así como la demás normatividad 
concordante, se ordena REQUERIR al apoderado1 de la PARTE DEMANDANTE para que 
aporte la siguiente documentación: 

  
1.1. Anexos de la demanda enunciados en los numerales 2 a 8, en especial los 
correspondientes a los actos administrativos objeto de estudio en el presente medio 
de control con las respectivas constancias de publicación, comunicación, notificación 
o ejecución. (Hojas 37 y 38 PDF “Demanda”) 
 
1.2. Último lugar geográfico de prestación de servicios (ciudad o municipio) del señor 
JOSÉ ANDRÉS MONROY LOZANO identificado con la cédula de ciudadanía 
No.1.030.677.267, esto a efectos de determinar la competencia por razón del territorio 
del presente asunto, conforme a lo previsto en el numeral 3° del artículo 156 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
 
1.3. El artículo 166 numeral 2º de la Ley 1437 de 2011 dispone que la demanda 
deberá acompañarse de “los documentos y pruebas anticipadas que se pretenda 
hacer valer y que se encuentren en poder del demandante”, siendo carga de la parte 
demandante aportar los documentos solicitados en los numerales 1 a 5 del acápite 
denominado “PRUEBAS - A EFECTOS DE ESTABLECER LA RESPONSABILIDAD 
ADMINISTRATIVA Y PATRIMONIAL DE LA ENTIDAD DEMANDADA Y SI EL 
SEÑOR JUEZ CONSIDERA PERTINENTE, QUE POR SECRETARIA SE LIBREN 
LOS SIGUIENTES OFICIOS.”  (Hoja 38 PDF “Demanda”) 
 
En caso de no contar la parte demandante con tales documentos, debe acreditar ante 
este Despacho que interpuso derecho de petición ante la entidad respectiva, 
allegando copia del mismo. 

 
TÉRMINO IMPRORROGABLE para dar contestación de cinco (05) días contados a partir 
del día siguiente a la notificación de esta providencia. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el correo electrónico el 
número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las partes. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115672 y 
PCSJA20-115813, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura.  

                                                 
1 sardino2008@hotmail.com, donner0270@hotmail.com  
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:sardino2008@hotmail.com
mailto:donner0270@hotmail.com
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Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho, para lo que corresponda. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE  DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Adriana Milena Ayala Benavides 
Demandado: Nación — Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00201-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 
Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 
citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
Pretende la parte demandante, entre otras peticiones, “1.1 Se inaplique la expresión 
“constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al sistema general 
de pensiones y al sistema general de seguridad social en salud” contenida en el 
artículo 1º DEL DECRETO 383 DE 2013, y, en sus decretos modificatorios. 1.2. Se 
declare la nulidad del acto administrativo contenido en la RESOLUCIÓN No. 6131 
DEL 10 DE JULIO DE 2018 de la DIRECCIÓN SECCIONAL DE ADMINISTRACION 
JUDICIAL, DE LA RAMA JUDICIAL-, que negó reconocer como factor salarial y su 
incidencia prestacional la mencionada bonificación judicial creada mediante el 
DECRETO 383 DE 2013.”1. 
 
En ese orden de ideas, dispone el artículo 1º del Decreto 0383 de 2013: 
 

 “ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la 
Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y 
prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las 
disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, 
la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones 
y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero de 
2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público 
permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que 
se fija en las siguientes tablas, así: …”. (Negrilla fuera de texto). 

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad, ante una eventual prosperidad 
de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a 
favor de los Jueces de la República el reconocimiento de la bonificación judicial 
como remuneración con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello 
implica. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que reinan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto en 
las resultas del proceso. 
 

                                                 
1 Folio 01 PDF DEMANDA. Ver pretensiones demanda. 
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En tal virtud, manifiesto impedimento para conocer del presente proceso y de igual 
manera, considero que los jueces administrativos también se encuentran inmersos 
en la causal de impedimento2, por lo que, para el trámite de éste se dispone remitir 
las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo3. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
para lo de su cargo. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 
interesado4. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DHC 

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

 
SECRETARIO 

                                                 
2 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
3 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. 
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
4 erreramatias@gmail.com 
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Bogotá D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Luis Eduardo Sánchez Mesa  
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00202-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, 
pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto citado en la 
referencia, como pasa a explicarse: 
 
Pretende la parte demandante, entre otras peticiones: “Se inaplique por inconstitucionalidad 
la expresión “constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud” contenida en el 
decreto 0382 del 2013, modificado por el decreto 022 de 2014(…)” 1 
 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 0382 de 
2013 el cual desarrolla  las normas generales señaladas en la Ley 4 de 1992: 
 

 “ARTÍCULO  1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el 
Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 y por 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 
cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para 
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se reconocerá a partir 
del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor 
público permanezca en el servicio y corresponde para cada año, al valor que 
se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 dentro del 
proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en sala plena de la 
Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS y con 
sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 donde se resolvió sobre 
impedimento relacionado con la pretensión de inconstitucionalidad y otorgamiento de 
carácter de factor salarial a la bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 
de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 
remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

                                                 
1 Folio 02 de la demanda, expediente digital.  Ver pretensiones demanda. 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 
demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 
dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 
proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 
favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 
despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 
la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 
decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 
General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 
las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 
fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 
efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 
incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 
manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 
proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 
salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 
creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 
de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 
manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 
fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 
implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 
con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 
hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 
razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 
conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 
del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 
se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 
contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 
situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 
respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 
consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la posibilidad 
de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de la bonificación judicial 
como remuneración con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, 
teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, 
converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica 
que esta instancia judicial se abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
 
En tal virtud, y a pesar de haberse tramitado con anterioridad en este Despacho casos 
similares de acuerdo con los pronunciamientos del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca que no declaraban fundados los impedimentos de los jueces de esta 
sección, acogiendo el citado precedente del Consejo de Estado, manifiesto impedimento 
para conocer del presente proceso y de igual manera, considero que los jueces 
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administrativos también se encuentran inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, 
para el trámite de éste se dispone remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, para lo de su cargo4. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
DVT 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
________________________________ 

ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 
SECRETARIO 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. 
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

 
Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Edwin Fernando Jiménez  
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00203-00                     
            
Encontrándose el proceso al Despacho para admisión, se dispone, a través de 
Secretaría OFICIAR a la DIRECCIÓN DE PERSONAL de la EJÉRCITO NACIONAL, 
para que con destino al presente proceso allegue certificación en la que conste la 
siguiente información: 
 

1. Último lugar geográfico de prestación de servicios (ciudad o municipio) del 
señor EDWIN FERNANDO JIMÉNEZ SÁENZ identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 91’017.890 de Santander, a efectos de determinar la 
competencia por razón del territorio del presente asunto, conforme a lo previsto 
en el numeral 3° del artículo 156 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo.  
 
2. Si el demandante se encuentra en servicio o activo o es miembro retirado 
del Ejército Nacional. En caso de ser miembro retirado informar a partir de 
cuándo y remitir toda la documentación correspondiente, en especial acto 
administrativo de retiro del servicio y de reconocimiento de asignación de 
retiro. 

 
TÉRMINO IMPRORROGABLE para dar contestación de cinco (05) días contados 
a partir del día siguiente a la notificación de esta providencia. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el 
correo electrónico el número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las 
partes. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales1 a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115672 y PCSJA20-115813, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 

                                                 
1 La gestión podrá realizarse a través de medios digitales mediante mensaje de datos al correo electrónico de la entidad o 
autoridad requerida según lo establecido en el artículo 2º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone: “Artículo 2. Uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso 
a la justicia, como también proteger a los servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho, para lo que corresponda. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
DHC 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 04 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
 

 



 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

 Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

 

Conciliación Extrajudicial 
Expediente No. 11001-3335-014-2020-00204-00                   
Convocante: WILSON OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA 
Convocado:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL -CASUR- 
 

Con fundamento en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, el Despacho procede a 

decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio llevado a cabo 

ante la Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos Administrativos, celebrado entre 

el señor WILSON OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA y la CAJA DE SUELDOS DE 

RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -CASUR- 
 

I. ANTECEDENTES. 
 

1. OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 
 

A fin de obtener el reconocimiento y pago del reajuste de la asignación de retiro 

para los años 2017 a 2018, incrementando las partidas computables de la 

asignación mensual de retiro como subsidio de alimentación y la duodécima parte 

(1/12) de las primas de servicios, navidad y de vacaciones de acuerdo con el 

principio de oscilación, el señor WILSON OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA, por 

conducto de apoderado, y ante la Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, haciendo uso del mecanismo de la conciliación extrajudicial, 

convocó a la CAJA SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, 

representada por su Director General, para celebrar audiencia de conciliación. 
 

2. HECHOS.1 

 

2.1. La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional mediante Resolución No. 

4687 de 11 de julio de 2016, reconoció al I.T (RA) ® WILSON OMEGAR 

MARTÍNEZ BONILLA asignación de retiro. 

 

                                                 
1 Folio 16 a 18 del expediente digital. 
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2.2. El convocante presentó ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional, derecho de petición el día 2 de marzo de 20202,  en el que solicitó el 

reconocimiento y pago de los valores correspondientes al incrementando las 

partidas computables de la asignación mensual de retiro como subsidio de 

alimentación y la duodécima parte (1/12) de la prima de servicios, navidad y de 

vacaciones de acuerdo con el principio de oscilación, y mediante Oficio 20201200-

010078511 ID  553753 del 17 de marzo de 2020, la Caja de Sueldos de Retiro de la 

Policía Nacional le indicó los parámetros establecidos para acudir en conciliación 

extrajudicial ante la Procuraduría General de la Nación. 

 
2.3. Mediante documento con radicado Nº 20204020635272 el 28 de mayo de 

2020, el convocante realizó el aporte de documentos ante la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado sobre la solicitud de conciliación (fl. 29). 

 

2.4. Mediante el mecanismo de conciliación extrajudicial la parte convocante 

presentó solicitud ante la Procuraduría General de la Nación (f.30). 

 
2.5. La Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá 

celebró Audiencia de conciliación el día 14 de julio de 2020 (f.56-58). 

 

3. PRUEBAS. 

 

3.1. Solicitud de conciliación extrajudicial presentada por la parte convocante 

(fols. 3-10). 

 

3.2. Poder otorgado por el convocante al Dr. Diego Mauricio Guio Ayala con 

facultad expresa para conciliar (f.11-12). 

 
3.3. Copia de la Resolución No. 4687 de 11 de julio de 2016 por medio de la cual 

se ordenó el reconocimiento y pago de la asignación de retiro al I.T ® WILSON 

OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA  (fols. 14-15). 

 
3.4. Hoja de servicios No. 79545462 con fecha de expedición del 4 de junio de 

2016 correspondiente al I.T ® WILSON OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA (f.13). 

 
3.5. Petición con radicación del 2 de marzo de 2020 dirigido ante la entidad 

convocada (fols.16-19). 

 

                                                 
2 Folio 16 a 19 del expediente digital 
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3.6. Respuesta a la petición elevada por la parte convocante, dada por la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional a través de la Jefe de Oficina Asesora 

Jurídica, Oficio 553753 del día 17 de marzo de 2020 (fols.20-25). 

 
3.7. Constancia de radicación No. 20204020635272 del día 28 de mayo de 2020 

ante la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (f.29). 

 

3.8. Auto No. 143 del día 17 de junio de 2020 expedido por la Procuraduría 137 

Judicial II para Asuntos Administrativos de la ciudad de Bogotá que admite 

solicitud de conciliación (f. 32 a 36) 

 
3.9. Poder otorgado por la representante judicial y extrajudicial de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional al Dr. HUGO ENOC GALVES ALVÁREZ 

con la respectiva documentación de acreditación (fols. 40-47). 

 
3.10. Acta en la que se expresan las determinaciones tomadas por el Comité de 

Conciliación y Defensa Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional (f.48-49). 

 
3.11. Liquidación efectuada por la Profesional Grupo Negocios Judiciales (fols. 50 

a 55), indicando los siguientes valores: 

 
VALOR TOTAL A PAGAR POR ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 

 
CONCILIACIÓN  

 
Valor de Capital Indexado  

 
1.784.240 

Valor Capital 100% 1.699.529 
Valor Indexación 84.711 
Valor Indexación por el (75%) 63.533 
Valor Capital más (75%) de la Indexación 1.763.062 
Menos descuento CASUR -59.841 
Menos descuento Sanidad -60.868 
VALOR A PAGAR 1.642.353 

 
3.12. Acta de conciliación extrajudicial celebrada ante la Procuraduría 137              

Judicial II para Asuntos Administrativos el día 14 de julio de 2020 entre el señor 

WILSON OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 

DE LA POLICÍA NACIONAL (fols. 56 a 58). 

 
4. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 

 

Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en el plenario acta de 

audiencia conciliación del día 14 de julio de 20203, referido al acuerdo conciliatorio 

entre la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y el señor WILSON 

                                                 
3 Folios 56 a 58 del expediente digital.  
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OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA, según la cual, para los efectos 

pertinentes, se expone: 

 
“En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las 
partes para que expongan sucintamente sus posiciones, en virtud de lo 
cual la parte CONVOCANTE manifiesta que se ratifica en sus 
pretensiones 
(…) Acto seguido se le concede el uso de la palabra a la apoderada de la 
parte convocada CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
“CASUR” con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el 
Comité de Conciliación de la Entidad, con relación a la solicitud incoada, 
quien se remite a lo consignado en la certificación, en la cual se expresa:  
“El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 29 del 2 de 
JULIO de 2020 consideró: En el caso del señor IT ® WILSON 
OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA, identificado con cedula de 
ciudadanía No. 79.545.462, al Comité de Conciliación y Defensa Judicial 
de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le asiste ánimo 
conciliatorio de conformidad a lo establecido por este Cuerpo Colegiado 
en el Acta 41 del 28 de noviembre de 2019, en cuanto al reajuste de las 
partidas computables de la asignación mensual de retiro denominadas 
subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, 
servicios y vacaciones, bajo los siguientes parámetros: 1. Se reconocerá 
el 100 % del capital. 2. Se conciliará el 75% de la indexación 3. Se 
cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta 
de cobro con los documentos pertinentes en la entidad, tiempo en el cual 
no habrá lugar al pago de intereses. 4. Se aplicará la prescripción 
contemplada en la norma prestacional vigente al momento del retiro del 
accionante. En razón a lo anterior se realizará el reajuste a las partidas 
denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas 
de navidad, servicios y vacaciones a partir del año siguiente al retiro de la 
accionante ya que fue el primer reajuste realizado por la Caja de Sueldos 
de Retiro de la Policía Nacional esto es, el 01 de enero de 2017, pero 
pagando a partir del 03 de marzo de 2017,dando aplicación a la 
prescripción trienal contenida en el Decreto 4433 de 2004 en su artículo 
43, tomando como fecha de inicio la petición radicada en la Entidad el día 
03 de marzo de 2020. En los anteriores términos al comité de conciliación 
y defensa jurídica de la Caja de Sueldos de la Policía Nacional, determina 
que para el presente asunto le asiste animo conciliatorio. 

 
Valor de Capital Indexado 

 
1.784.240 

Valor Capital 100% 1.699.529 
Valor Indexación 84.711 
Valor Indexación por el (75%) 63.533 

Valor Capital más (75%) de la 
Indexación 

1.763.062 

Menos descuento CASUR -59.841 
Menos descuento Sanidad -60.868 

VALOR A PAGAR 1.642.353 

(…) 
 A continuación, se le concede de nuevo el uso de la palabra al 
apoderado de la parte CONVOCANTE quien manifiesta: “me ratifico en 
su totalidad de las pretensiones y acepto en su integridad la propuesta 
conciliatoria presentada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 
Casur. (…)” 
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II. CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA 
 
Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o 
improbación del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo 
establecido en los artículos 23 y 24 de la Ley 640 de 2001, que disponen: 

 

“Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes 
del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción.” 
 
Artículo 24.- Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo 
se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su 
celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer 
de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable.”  

     

De igual manera, teniendo en cuenta que ésta se celebró ante la Procuraduría 137 
Judicial II para Asuntos Administrativos en la ciudad de Bogotá, y como se está 
ante una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de los 
jueces administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, el conocimiento radica en 
este Despacho. 
 
2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 
 
Lo que se pretende con el trámite de la conciliación prejudicial y la celebración de 
la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 
partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 
diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 
ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente para sus intereses.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de 
derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 
judicial, por medio de sus representantes legales o por conducto de sus 
apoderados. Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido 
económico de que conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales, serán conciliables, 
siempre que se cumplan los presupuestos de procedibilidad. 
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En materia de lo Contencioso Administrativo, las conciliaciones extrajudiciales 
podrán adelantarse ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 
Jurisdicción, quienes remitirán las actas que contengan el acuerdo logrado por las 
partes, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción 
judicial, con el fin de de que imparta su aprobación o improbación. 

 
El acuerdo conciliatorio logrado por las partes deberá ser improbado por el juez 
cuando no se hubieren presentado las pruebas necesarias que lo sustenten, o el 
mismo resulte violatorio de la ley o lesione el patrimonio público. 
 
3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 
 
El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a 
los siguientes supuestos de aprobación4: 
 

a. La debida representación de las personas que concilian. 
b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores 
para conciliar. 
c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 
d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 
e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 
actuación. 
f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público 
(artículos 73 y 81 de la Ley 446 de 1998).  

 
Véase si el acuerdo al que llegaron las partes cumple con los anteriores requisitos 
para impartir su aprobación:  
 
3.1 Representación de las partes y capacidad para conciliar. 
 
A la luz del artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o 
parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 
público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado y de 
acuerdo con el artículo 54 del Código General del Proceso, éste señala que tienen 
capacidad para hacer parte las personas que puedan disponer de sus derechos y 
las demás deberán comparecer por intermedio de sus representantes  o  
debidamente autorizadas por estos.  
 
En el sub-lite, el convocante WILSON OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA en su 
calidad de Intendente de la Policía Nacional con asignación mensual de retiro, 

                                                 
4 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  
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otorgó poder al abogado DIEGO MAURICIO GUIO AYALA facultándolo 
expresamente para conciliar5. 
 
De su parte, la convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional por 
conducto de apoderado debidamente facultado para conciliar, acudió el llamado 
manifestando su ánimo conciliatorio6. 
 
3.2 Que no haya operado la caducidad. 
 
El Despacho advierte que en el presente caso se está controvirtiendo el reajuste 
de una prestación periódica y de tracto sucesivo, por lo tanto, para estos casos no 
hay lugar a aplicar la caducidad de la acción (Numeral 2° artículo 164 de la Ley 
1437 de 2011). 
 
3.3 Regulación sobre la materia objeto de conciliación  
 
El régimen salarial y prestacional previsto para los miembros de la fuerza pública 
en virtud de su especialidad y excepcionalidad (artículos 217 y 218 C.P), se 
encuentra regulado por diferentes normatividades las cuales se hace necesario 
revisar para dar tramite de aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio 
presentado.  
 
Mediante facultades extraordinarias otorgadas por el legislador al Presidente 
de la República para modificar normas de carrera de la Policía Nacional, a 
través de la Ley 62 de 19937, se estableció: 
 

“ARTÍCULO 7o. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la 
Constitución Política de Colombia, revístese al Presidente de la República de 
precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de noventa (90) días, 
contados a partir de la promulgación de la presente Ley, para los siguientes 
efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel 
Ejecutivo a que se refiere el artículo 1o. de la presente Ley, a la cual podrán 
vincularse Suboficiales, Agentes, personal no uniformado y de incorporación 
directa. Esta nueva carrera comprenderá los siguientes aspectos: 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales 
(…) 
 

En desarrollo de dicha facultad extraordinaria, el Presidente de la República 
expidió el Decreto 132 de 1995, mediante el cual se desarrolló el régimen 

                                                 
5 Folio 11 a 12 del expediente digital 
6 Folios 40 a 47 del expediente digital  
7 “Artículo 35. Facultades extraordinarias. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la  Constitución Política, 
revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de seis (6) meses 
contados a partir de la promulgación de la presente ley, para los siguientes  efectos: 
 
1. Modificar las normas de carrera del personal de oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional en las siguientes 
materias: 
 
a) Jerarquía, clasificación y escalafón. En cuanto a oficiales y suboficiales el Gobierno determinará los niveles jerárquicos, 
la clasificación y los requisitos para acceder a cada uno de ellos (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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aplicable a los miembros del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, contemplando 
su ingreso, formación, ascensos, sistema de evaluación, traslados, suspensión, 
retiro, reincorporación, así como un régimen de transición para quienes se 
encontraban incorporados a ese nivel al momento de declararse inexequible el 
Decreto Ley 41 de 1994. Sin embargo, al fijar tal régimen el Gobierno no realizó 
ninguna precisión respecto a las asignaciones o pensiones de los miembros del 
nivel ejecutivo. 

 
En tal virtud, el Presidente de la República promulgó el Decreto 1091 de 1995 “Por 
el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995”, que 
en cuanto a la forma de pago y liquidación de las primas de servicio, navidad, 
vacaciones y subsidio de alimentación que disponen los artículos 4, 5, 11, 12 y 49 
señaló: 
 

“Artículo 4º. Prima de servicio. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de servicio 
equivalente a quince (15) días de remuneración, que se pagará en los primeros 
quince (15) días del mes de julio de cada año, conforme a los factores 
establecidos en el artículo 13 de este decreto.  
  
Artículo 5º. Prima de navidad. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago anual de una prima de 
navidad equivalente a un mes de salario que corresponda al grado, a treinta (30) 
de noviembre y se pagará dentro de los primeros quince (15) días del mes de 
diciembre de cada año, conforme a los factores establecidos en el artículo 13 de 
este decreto.  
   
Artículo 11. Prima de vacaciones. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de vacaciones 
por cada año de servicio equivalente a quince (15) días de remuneración, 
conforme a los factores que se señalan en el artículo 13 de este Decreto.  
   
Artículo 12. Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno Nacional.  
   
Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, 
al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del 
servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas. 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia; 
c) Subsidio de Alimentación; 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio; 
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones;” 

 
En el año 2004, el Legislador expidió la Ley marco 923, destinada exclusivamente 
a señalar los objetivos y criterios que debía seguir el Ejecutivo al momento de fijar 
el régimen pensional y de asignación de retiro de la Fuerza Pública, dentro de los 
que se encuentran los siguientes: 
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“Artículo 2°. Objetivos y criterios. Para la fijación del régimen pensional y de 
asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Gobierno Nacional 
tendrá en cuenta además de los principios de eficiencia, universalidad, igualdad, 
equidad, responsabilidad financiera, intangibilidad y solidaridad los siguientes 
objetivos y criterios: 
 (…) 
 
3.3. Las partidas para liquidar la asignación de retiro serán las mismas sobre las 
cuales se fije el aporte a cargo de los miembros de la Fuerza Pública (…)” 
 

Posteriormente, el Gobierno Nacional, en desarrollo de lo dispuesto en la 
reseñada Ley marco 923 de 2004, expidió el Decreto 4433 del 31 de diciembre de 
2004 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de 
los miembros de la Fuerza Pública”, que en su artículo 23 estableció: 
 

 “Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 
(…) 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, las 
pensiones, y las sustituciones pensionales (…)” 

 
Igualmente, sobre la asignación de retiro de los miembros del Nivel Ejecutivo de la 
Policía Nacional, el Decreto 1858 de 2012 establece las partidas computables 
para su liquidación, que han sido contempladas en el Decreto 4433 de 2004, y que 
dispone que esta prestación se liquidará tomando en cuenta las variaciones que 
en todo tiempo se introduzcan a las asignaciones en actividad, según el principio 
de oscilación, reiterando las disposiciones del Decreto 1091 de 1995.  
 
De conformidad con el marco jurídico antes señalado, y en consideración a los 
medios de prueba aportados al expediente, el Despacho concluye que a WILSON 
OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA, le asiste el derecho conciliado, por cuanto se le 
reconoció asignación de retiro mediante Resolución Nro. 4687 del 11 de julio de 
2016, efectiva a partir del 3 de agosto de 2016. Desde el año 2017, únicamente la 
asignación básica y la prima de retorno a la experienci, fueron incrementadas con 
fundamento en el principio de oscilación, conforme los decretos anuales expedidos 
por el Gobierno Nacional, y las demás partidas, subsidio de alimentación y las 
doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de servicios y de la prima de 
vacaciones, permanecieron estáticas hasta el 2018 y fueron incrementadas desde 
el 2019, como se evidencia en la siguiente tabla: 
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 Partidas Valor año 2016 Valor año 2018 Valor año 2019 
Sueldo básico $ 2.159.633.00 $ 2.422.754.00 $ 2.531.778.00 
Prima de retorno 
experiencia 

$ 151.174.31 $ 169.592.78 $ 177.244.46 

Prima de navidad $ 249.519.75 $249.519.75  $ 260.748.14 
Prima de servicios $ 98.392.72 $ 98.392.72 $ 102.820.39 
Prima de vacaciones $ 102.492.42 $ 102.492.42 $ 107.401.58 
Subsidio de 
alimentación 

$ 50.618.00 $ 50.618.00 $ 52.895.81  

 
Por consiguiente, a la parte convocante le asiste derecho a que el subsidio de 
alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de 
servicios y de la prima de vacaciones, partidas computables en su asignación de 
retiro sean reajustadas con el principio de oscilación desde el año 2017 en que se 
presenta diferencia. 
 
Frente al pago de las diferencias que resulten a favor del convocante, por el 
incremento del valor de las partidas computables de la asignación de retiro, operó 
el fenómeno prescriptivo, razón por la cual únicamente procede el pago de las 
diferencias causadas a favor de Wilson Omegar Martínez Bonilla, a partir del 2 de 
marzo de 2017 teniendo en cuenta que la solicitud se presentó el 2 de marzo de 
2020, tal y como quedó planteado en el acuerdo conciliatorio suscrito por las 
partes. 
 
Además de los aspectos atrás analizados, el Juzgado encuentra que el Acta de la 
referida Conciliación, plasma de manera completa, cada uno de los términos en 
que ésta se realizó, e indica claramente cuáles son los extremos sujetos a la 
obligación, las sumas de dinero, su concepto y el término dentro del cual 
cancelará dichos valores, dando así cumplimiento a las exigencias establecidas en 
el artículo 34 de la Ley 23 de 1991, en cuanto al acta de conciliación se refiere. 
 
Igualmente, se encuentra demostrado que el Acuerdo Conciliatorio se fundó en un 
objeto y causa lícitos, sin vicios en el consentimiento de las partes conciliantes y 
sin que se lesionen los intereses del Estado, o afecte el erario en lo que fue 
materia de conciliación, pues se trata de los derechos laborales de que son 
titulares los exfuncionarios públicos, para lo cual debe existir una destinación 
presupuestal, máxime si previamente se encontraban reconocidos por la entidad 
nominadora. 
 
En conclusión, el Despacho considera que la fórmula de arreglo planteada por la 
entidad accionada y aceptada por la parte actora, cumple las exigencias previstas 
en la ley, por lo tanto conforme a lo previsto en el artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 que modificó el artículo 65A de la Ley 23 de 1991, aprobará el Acta de 
Conciliación Prejudicial suscrita el día 14 de julio de 2020, entre WILSON 
OMEGAR MARTÍNEZ BONILLA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 
POLICÍA NACIONAL –CASUR-, a través de sus apoderados debidamente 
acreditados, y ante el Procurador 137 Judicial II en Asuntos Administrativos. 
 
Por lo anterior, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
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PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito el día 14 de 
julio de 2020 entre el convocante WILSON OMEGAR MARTÍNEZ BONILLAy la 
convocada CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, 
celebrado ante la Procuraduría 137 Judicial II para Asuntos Administrativos de 
Bogotá, en los términos y condiciones allí acordados, por las razones expuestas 
en la parte motiva. 
 
SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 
presta mérito ejecutivo. 
 
TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su 
costa la copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos 
del artículo 114 del Código General del Proceso. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

-SECRETARIO 

 

 



 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante: Angelica María Calvache Coronel  
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de 
Educación de Putumayo 

Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00205-00                     
            
Allegada por reparto a este juzgado la presente demanda promovida por la parte 
demandante ANGELICA MARÍA CALVACHE CORONEL contra la NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DE PUTUMAYO corresponderá verificar si el conocimiento está 
radicado en este Despacho judicial, así: 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
Respecto del factor de competencia por razón del territorio, el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 156, 
numeral 3°, indica: 

 
“ARTICULO 156. Competencia por razón del territorio. Para la 
determinación de la competencia por razón del territorio se observan 
las siguientes reglas:  

(…) 
3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de 
carácter laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron 
o debieron prestarse los servicios” (Subraya el Despacho) 

 
De manera que conforme lo que precede, la presente demanda será remitida en 
razón del territorio a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Mocoa 
(reparto) – numeral 18° artículo 1º del Acuerdo PSAA06-3321 de 2006 - , por ser de 
su competencia, ya que se advierte en el memorial de demanda lo siguiente: (i) en 
las declaraciones y hechos de la demanda se solicitó la declaración de nulidad del 
acto ficto o presunto configurado el 5 de noviembre de 2019, por la Nación - 
Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio – Secretaría de Educación de Putumayo al no dar respuesta al derecho 
de petición del 5 de agosto de 2019; (ii)  acápite “TRAMITE DEL PROCESO, 
PROCEDIMIETOS Y COMPETENCIA (…) En virtud al domicilio de las partes, a la 
naturaleza del acto atacado y al ultimó lugar de trabajo del demandante que es el  
Municipio de Puerto Guzmán (Putumayo), es competente el Juzgado Administrativo 
del Circuito Judicial de Mocoa”;  (iii) el Secretario de Educación del Departamento 
del Putumayo, mediante Resolución No. 1657 (08/06/2017), ordenó el pago de 
Cesantías parciales a la demandante; (vi) derecho de petición dirigido NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – SECRETARÍA DE 
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EDUCACIÓN DE PUTUMAYO, solicitado el reconocimiento, liquidación y pago de 
la sanción Moratoria regulada en el Artículo 5 de la Ley 1071 de 2006; y (v) Acta de 
conciliación extrajudicial  declarada fallida y emitida por el Procurador 221 Judicial I 
para Asuntos Administrativos del Mocoa – Putumayo, cómo se puede evidenciar a 
folios 3, 5, 19, 20, 25, 27, 30, 31 y 32 documento denominado “demanda y anexos” 
del expediente digital. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia territorial de este Juzgado para 
conocer el presente asunto, de conformidad con las razones de hecho y de derecho 
establecidas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR las presentes diligencias ante los Juzgados Administrativos 
Orales del Circuito Judicial de Mocoa (Putumayo) -REPARTO-. 
 
TERCERO: Si eventualmente el Juez a quien se le asigne el presente asunto, se 
aparta de las razones de hecho y de derecho expuestas en esta providencia para 
avocar su conocimiento, desde ya se propone conflicto negativo de competencia 
ante el honorable Consejo de Estado. 
 
CUARTO: En firme el presente auto, por Secretaría DEJAR las constancias 
respectivas y cúmplase a la mayor brevedad con lo aquí resuelto. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
DVT 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 
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-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (3) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante: Dora Leonilde Escobar Gutiérrez 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio - Secretaría de 
Educación de Cundinamarca 

Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00206-00                     
            
Allegada por reparto a este juzgado la presente demanda promovida por la parte 
demandante DORA LEONILDE ESCOBAR GUTIÉRREZ contra la NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DE CUNDINAMARCA, corresponderá verificar si el conocimiento está radicado para 
este Despacho judicial, así: 
 

CONSIDERACIONES 
 
Respecto del factor de competencia por razón del territorio, el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 156, 
numeral 3°, indica: 

 
“ARTICULO 156. Competencia por razón del territorio. Para la 
determinación de la competencia por razón del territorio se observan 
las siguientes reglas:  

(…) 
3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de 
carácter laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron 
o debieron prestarse los servicios” (Subraya el Despacho) 

 
De manera que conforme lo que precede, la presente demanda será remitida en 
razón del territorio a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Zipaquirá 
(reparto) –artículo 1º numeral 14° literal e) del Acuerdo PSAA06-3321 de 2006 - , 
por ser de su competencia, por cuanto según la Resolución No. 001302 del 03 de 
agosto de 2018 expedida por la Secretaría de Educación de Cundinamarca, figura 
como último lugar de prestación de servicios de la parte demandante “Plantel I.E.D 
MINIPI DE QUIJANO” ubicado en el municipio de La Palma – Cundinamarca, como 
se puede evidenciar en las hojas 21 a 25 del PDF “Demanda y Anexos”. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia territorial de este Juzgado para 
conocer el presente asunto, de conformidad con las razones de hecho y de derecho 
establecidas en la parte motiva de esta providencia. 
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SEGUNDO: REMITIR las presentes diligencias ante los Juzgados Administrativos 
Orales del Circuito Judicial de Zipaquirá (Cundinamarca) -REPARTO-. 
 
TERCERO: Si eventualmente el Juez a quien se le asigne el presente asunto, se 
aparta de las razones de hecho y de derecho expuestas en esta providencia para 
avocar su conocimiento, desde ya se propone conflicto negativo de competencia 
ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 
 
CUARTO: En firme el presente auto, por Secretaría DEJAR las constancias 
respectivas y cúmplase a la mayor brevedad con lo aquí resuelto. 
 
QUINTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, conforme a lo señalado en los 
acuerdos PCSJA20-115671 y PCSJA20-115812, expedidos por la Presidencia del 
Consejo Superior de la Judicatura. Las documentales deberán ser enviadas de 
manera electrónica al siguiente correo electrónico del Despacho 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
DHC 
 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
 

                                                 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante: Luz Mery Lombana Mahecha  
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00207-00                     
            
Allegada por reparto a este juzgado la presente demanda promovida por la parte 
demandante LUZ MERY LOMBANA MAHECHA contra la NACIÓN – MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO corresponderá verificar si el conocimiento está 
radicado en este Despacho judicial, así: 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
Respecto del factor de competencia por razón del territorio, el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 156, 
numeral 3°, indica: 

 
“ARTICULO 156. Competencia por razón del territorio. Para la 
determinación de la competencia por razón del territorio se observan 
las siguientes reglas:  

(…) 
3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de 
carácter laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron 
o debieron prestarse los servicios” (Subraya el Despacho) 

 
De manera que conforme lo que precede, la presente demanda será remitida en 
razón del territorio a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Zipaquirá 
(reparto) – numeral 14° e) artículo 1º del Acuerdo PSAA06-3321 de 2006 - , por ser 
de su competencia, ya que se advierte en el memorial de demanda lo siguiente: (i) 
en las declaraciones de la demanda se solicitó la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 18 de octubre de 2019, por la Nación - Ministerio de Educación 
Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de 
Educación de Cundinamarca al no dar respuesta al derecho de petición del 18 de 
julio de 2019; (ii)  acápite “TRAMITE DEL PROCESO, PROCEDIMIETOS Y 
COMPETENCIA (…) En virtud al domicilio de las partes, a la naturaleza del acto 
atacado y al ultimó lugar de trabajo del demandante que es el  Municipio de Yacopí 
(Cund.), es competente el Juzgado Administrativo del Circuito Judicial de Zipaquirá”;  
(iii) la Secretaría de Educación del Departamento de Cundinamarca, mediante 
Resolución No. 1655 (10/NOV/2017), ordenó el pago de cesantías parciales para 
reparaciones locativas a la demandante; (vi) derecho de petición con fecha de 
radicación del día 18 de julio de 2019,  dirigido NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA, solicitando el reconocimiento, liquidación y pago de la sanción 
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moratoria regulada en el Artículo 5 de la Ley 1071 de 2006; y (v) Acta de conciliación 
extrajudicial  declarada fallida emitida por el Procurador 200 Judicial I para Asuntos 
Administrativos de Zipaquirá - Cundinamarca, cómo se puede evidenciar a folios 3, 
9, 19 a 20, 27 a 28, 30 y 33 a 34 documento denominado “demanda y anexos” del 
expediente digital. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia territorial de este Juzgado para 
conocer el presente asunto, de conformidad con las razones de hecho y de derecho 
establecidas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR las presentes diligencias ante los Juzgados Administrativos 
Orales del Circuito Judicial de Zipaquirá (Cundinamarca) -REPARTO-. 
 
TERCERO: Si eventualmente el Juez a quien se le asigne el presente asunto, se 
aparta de las razones de hecho y de derecho expuestas en esta providencia para 
avocar su conocimiento, desde ya se propone conflicto negativo de competencia 
ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 
 
CUARTO: En firme el presente auto, por Secretaría DEJAR las constancias 
respectivas y cúmplase a la mayor brevedad con lo aquí resuelto. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
DVT 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Norberto Apolinar Mendivelso Pinzón 
Demandado: Nación — Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00208-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 
Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 
citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
Pretende la parte demandante quien actúa en nombre propio, entre otras peticiones, 
“1 .Inaplicar por inconstitucional, con fundamento en el Art.4 de la Constitución 
Política, las expresiones “… y constituirá únicamente factor salaria para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud.”, contenidas en el Art. 1 del Decreto 0383 de 2013.”1. 
 
En ese orden de ideas, dispone el artículo 1º del Decreto 0383 de 2013: 
 

 “ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la 
Justicia Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y 
prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 
43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las 
disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, 
la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones 
y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.  
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero de 
2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público 
permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que 
se fija en las siguientes tablas, así: …”. (Negrilla fuera de texto). 

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad, ante una eventual prosperidad 
de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a 
favor de los Jueces de la República el reconocimiento de la bonificación judicial 
como remuneración con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello 
implica. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que reinan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto en 
las resultas del proceso. 
 
En tal virtud, manifiesto impedimento para conocer del presente proceso y de igual 
manera, considero que los jueces administrativos también se encuentran inmersos 

                                                 
1 Hoja 01 PDF DEMANDA. Ver pretensiones demanda. 
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en la causal de impedimento2, por lo que, para el trámite de éste se dispone remitir 
las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo3. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
para lo de su cargo. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 
interesado4. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

 
SECRETARIO 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
2 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
3 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. 
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
4 norbertomendivelso@hotmail.com 
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-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: María Luz Mary Martínez Gómez 
Demandado: Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES y 

Hospital Militar Central 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00210-00                     
            
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 
GABRIEL MARTÍNEZ SUÁREZ a través de apoderado, contra la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES y el HOSPITAL MILITAR CENTRAL, 
y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, 
tramítese por el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal al PRESIDENTE de la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- y al DIRECTOR GENERAL del 
HOSPITAL MILITAR CENTRAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 
de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 1564 de 2012. 
 
2. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 

Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

3. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

4. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 
 
5. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
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6. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
8. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial3 de la parte 
demandante al doctor MANUEL SANABRIA CHACÓN4, en los términos y para los fines del 
poder conferido visto en hojas 21 y 22 del PDF “Demanda y Anexos”.              
 

9. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-11567 y PCSJA20-
11581, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 
DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
3 infor@organizacionsanabria.com.co   
4 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 587729, a la fecha no registra sanciones en su contra. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:infor@organizacionsanabria.com.co


 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
  
   
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Sonia Claritze Velásquez Baquero  
Demandado: Nación- Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de

Prestaciones del Magisterio 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00211-00                     
          
           
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por SONIA 
CLARITZE VELÁSQUEZ BAQUERO, a través de apoderado, contra la NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO- y  BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° 
de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 1564 de 2012. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
al SECRETARIO DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 198 
y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 
1564 de 2012. 
 
4. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 
 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
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7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. ORDENAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en el término 
de diez (10) días, allegue al plenario y en medio magnético, digitalización del expediente 
administrativo de la docente Sonia Claritze Velásquez Baquero identificada con la cédula 
de ciudadanía No. 39.729.999.  
 
10. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial de la parte 
demandante al doctor YOHAN ALBERTO REYES ROSAS3, en los términos y para los fines 
del poder conferido visto a folio 13 a 14 documento demanda y anexos del expediente 
digital. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 
 

 

                                                 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
3 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 563149, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 



 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

 Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

Conciliación Extrajudicial 
Expediente No. 11001-3335-014-2019-00212-00                   
Convocante: GLORIA CECILIA ROJAS VALDERRAMA  
Convocado:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL -CASUR- 
 

Con fundamento en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, el Despacho procede a 

decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio llevado a cabo 

ante la Procuraduría 4 Judicial II para Asuntos Administrativos, celebrado entre la 

señora GLORIA CECILIA ROJAS VALDERRAMA y la CAJA DE SUELDOS DE 

RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -CASUR- 
 

I. ANTECEDENTES. 
 

1. OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 
 

A fin de obtener el reconocimiento y pago del reajuste de la asignación de retiro 

para los años 2016 a 2018, incrementando las partidas computables de la 

asignación mensual de retiro como subsidio de alimentación y las duodécima parte 

(1/12) de la prima de servicios, navidad y de vacaciones de acuerdo con el principio 

de oscilación, la señora GLORIA CECILIA ROJAS VALDERRAMA, por conducto 

de apoderado, y ante la Procuraduría 4 Judicial II para Asuntos Administrativos, 

haciendo uso del mecanismo de la conciliación extrajudicial, convocó a la CAJA 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, representada por su Director 

General, para celebrar audiencia de conciliación. 
 

2. HECHOS.1 

 

2.1. La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional mediante Resolución No. 

3101 de 04 de mayo de 2015, reconoció a la SC. ® GLORIA CECILIA ROJAS 

VALDERRAMA asignación de retiro. 

 

2.2. La convocante presentó ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional, derecho de petición radicado 20201200-010053532 ID control: 536289 del 
                                                 
1 Folio 12 a 14 del expediente digital. 
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día 5 de febrero de 20202,  en el que solicitó el reconocimiento y pago de los valores 

correspondientes al incrementando las partidas computables de la asignación 

mensual de retiro como subsidio de alimentación y la duodécima parte (1/12) de las 

primas de servicios, navidad y de vacaciones de acuerdo con el principio de 

oscilación, y mediante Oficio 20201200-01010731 ID  559185 del 21 de abril de 

2020, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le indicó los parámetros 

establecidos para acudir en conciliación extrajudicial ante la Procuraduría General 

de la Nación. 

 
2.3. Mediante documento con radicado Nº 20204020581242 el 15 de mayo de 

2020, la convocante realizó el aporte de documentos ante la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado sobre la solicitud de conciliación (fl. 33). 

 

2.4. Mediante el mecanismo de conciliación extrajudicial la parte convocante 

presentó solicitud ante la Procuraduría General de la Nación (f.2). 

 
2.5. La Procuraduría 4 Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá celebró 

Audiencia de conciliación el día 21 de julio de 2020 (f.67-72). 

 

3. PRUEBAS. 

 

3.1. Solicitud de conciliación extrajudicial presentada por la parte convocante 

(fols. 11-20). 

 

3.2. Poder otorgado por la convocante al Dr. Edgar Mora Silva con facultad 

expresa para conciliar (f. 3-4). 

 
3.3. Respuesta a la petición elevada por la parte convocante, dada por la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional a través de la Jefe de Oficina Asesora 

Jurídica, Oficio 559185 del día 21 de abril de 2020 (fols.5-10). 

 
3.4. Petición con radicación No.20201200-010053532 ID: 536289 del 5 de febrero 

de 2020 dirigido ante la entidad convocada (fols.21-24). 

 
3.5. Copia de la Resolución No. 3101 del 4 de mayo de 2015 por medio de la cual 

se ordenó el reconocimiento y pago de la asignación de retiro a la SC ® GLORIA 

CECILIA ROJAS VALDERRAMA (fols. 25-26). 

 
3.6. Copia de la liquidación de la asignación de retiro año 2015 (f.27). 

 

                                                 
2 Folio 21 a 24 del expediente digital 
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3.7. Certificaciones “REPORTE HISTORICO DE BASES Y PARTIDAS – 

TITULAR” años 2020, 2019, 2018, 2017, 2016 y 2015 (fols. 28-29). 

 
3.8. Hoja de servicios con fecha de 30 de enero de 2015 correspondiente a la SC 

® GLORIA CECILIA ROJAS VALDERRAMA (f.30-32). 

 
3.9. Constancia de radicación No. 20204020581242 del día 15 de mayo de 2020 

ante la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (f.33). 

 
3.10. Auto No. 44-2020 del día 1 de junio de 2020 expedido por la Procuraduría 80 

Judicial I para Asuntos Administrativos de la ciudad de Bogotá que admite solicitud 

de conciliación (f. 37-38). 

 
3.11. Auto del 17 de julio de 2020, donde se designa a la Procuradora 4 Judicial II 

(E ) para Asuntos Administrativos de Bogotá como Agente Especial del Ministerio 

Público dentro de la conciliación de la referencia ( fols. 63 a 66) 

 
3.12. Poder otorgado por la representante judicial y extrajudicial de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional al Dr. HAROL ÁNDRES RIOS TORRES 

con la respectiva documentación de acreditación (fols. 39-46). 

 
3.13. Acta en la que se expresan las determinaciones tomadas por el Comité de 

Conciliación y Defensa Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional (f.47-50). 

 
3.14. Liquidación efectuada por la Profesional Grupo Negocios Judiciales (fols. 51 

a 56), indicando los siguientes valores: 

 
VALOR TOTAL A PAGAR POR ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 

 
CONCILIACIÓN  

 
Valor de Capital Indexado  

 
4.574.797 

Valor Capital 100% 4.344.835 
Valor Indexación 229.962 
Valor Indexación por el (75%) 172.472 
Valor Capital más (75%) de la Indexación 4.517.307 
Menos descuento CASUR -152.303 
Menos descuento Sanidad -156.367 
VALOR A PAGAR 4.208.637 

 
3.15. Acta de conciliación extrajudicial celebrada ante la Procuraduría 4              

Judicial II para Asuntos Administrativos el día 21 de julio de 2020 entre la señora 

GLORIA CECILIA ROJAS VALDERRAMA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 

DE LA POLICÍA NACIONAL (fols. 67 a 72). 

 
4. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 
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Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en el plenario acta de 

audiencia conciliación del día 21 de julio de 20203, referido al acuerdo conciliatorio 

entre la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y la señora GLORIA 

CECILIA ROJAS VALDERRAMA, según la cual, para los efectos pertinentes, se 

expone: 

 
“(…) Acto seguido el señor apoderado del extremo convocante ratifica 
bajo la gravedad del juramento que la parte que representa no ha 
presentado demandas ni solicitudes de conciliación adicionales sobre los 
mismos aspectos materia de controversia en la presente audiencia y 
reitera que el medio de control que se pretende precaver con un acuerdo 
conciliatorio es el de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 
Así mismo manifiesta que se ratifica en las pretensiones y aspectos a 
conciliar señalados en la solicitud de conciliación, los cuales se resumen 
así:   
(…) 
 
Seguidamente, se le concede el uso de la palabra al apoderado de la 
PARTE CONVOCADA MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- CAJA 
DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL con el fin de 
que se sirva indicar la decisión tomada por el Comité de conciliación, ante 
lo cual manifiesta: 
(…) 
Las condiciones propuestas son: 1. Se reajustará históricamente cada 
partida desde la fecha de asignación de retiro, hasta la fecha de 
conciliación 2. Se pagará el capital dejado de percibir históricamente mes 
a mes sobre cada partida. 3. La indexación que resulte sobre el capital 
anterior, será reconocida en un (75%) del total. 4. En el presente caso 
hay lugar a prescripción de mesadas porque El convocante percibe 
asignación e retiro desde el 10 de mayo de 2015 y solo hasta el día 5 de 
febrero de 2020 radica petición formal administrativa ante CASUR. Hay 
prescripción de mesadas anteriores al 05 de febrero de 2017. 5. El pago 
se realizará dentro de los seis (6) meses siguientes a la radicación de la 
solicitud, término durante el cual NO se pagarán intereses. 6. Se pactará 
el reconocimiento de intereses en la forma fijada por la ley a partir de los 
seis (06) meses siguientes a la presentación de la cuenta de cobro, con la 
totalidad de los documentos requeridos para tal fin ante la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional. En los anteriores términos al 
comité de conciliación y defensa jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro 
de la Policía Nacional determina que para el presente asunto le asiste 
ánimo conciliatorio.” A continuación, relaciono la liquidación en seis (6) 
folios desde el 5 de febrero de 2017, hasta el 21 de julio de 2020, 
correspondiente a la convocante GLORIA CECILIA ROJAS 
VALDERRAMA identificada con cédula de ciudadanía 51.865.274. Los 
valores específicos a pagar por partidas computables nivel ejecutivo son 
los siguientes: Reconocer el 100% del capital, que no esta sujeto a 
conciliación, por un valor de $ 4.344.835 y la indexación en monto 
equivalente al 75 % asciende a la suma de $229.962, para un valor 
total de $ 4.574.797, menos descuentos CASUR equivalente a $ 

                                                 
3 Folios 67 a 72 del expediente digital.  
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152.303.00 y descuento sanidad por valor de $ 156.367.00 para un 
VALOR TOTAL A PAGAR DE $ 4.208.637.00. 
Se concede el uso del apalabra al apoderado de la parte 
convocante para que se pronuncie si es su deseo, respecto de la posición 
adoptada por el Comité de Conciliación de la entidad: ante lo cual 
manifiesta que ACEPTA en su totalidad, la propuesta de conciliación 
presentada por la parte convocada Casur.” 

 
  

II. CONSIDERACIONES 
 

1. COMPETENCIA 
 
Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o 
improbación del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo 
establecido en los artículos 23 y 24 de la Ley 640 de 2001, que disponen: 

 

“Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes 
del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción.” 
 
Artículo 24.- Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo 
se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su 
celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer 
de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable.”  

     

De igual manera, teniendo en cuenta que ésta se celebró ante la Procuraduría 4 
Judicial II para Asuntos Administrativos en la ciudad de Bogotá, y como se está 
ante una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de los 
jueces administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, el conocimiento radica en 
este Despacho. 
 
2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 
 
Lo que se pretende con el trámite de la conciliación prejudicial y la celebración de 
la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 
partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 
diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 
ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente para sus intereses.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de 
derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 
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judicial, por medio de sus representantes legales o por conducto de sus 
apoderados. Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido 
económico de que conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales, serán conciliables, 
siempre que se cumplan los presupuestos de procedibilidad. 

 
En materia de lo Contencioso Administrativo, las conciliaciones extrajudiciales 
podrán adelantarse ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 
Jurisdicción, quienes remitirán las actas que contengan el acuerdo logrado por las 
partes, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción 
judicial, con el fin de de que imparta su aprobación o improbación. 

 
El acuerdo conciliatorio logrado por las partes deberá ser improbado por el juez 
cuando no se hubieren presentado las pruebas necesarias que lo sustenten, o el 
mismo resulte violatorio de la ley o lesione el patrimonio público. 
 
3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 
 
El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a 
los siguientes supuestos de aprobación4: 
 

a. La debida representación de las personas que concilian. 
b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores 
para conciliar. 
c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 
d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 
e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 
actuación. 
f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público 
(artículos 73 y 81 de la Ley 446 de 1998).  

 
Véase si el acuerdo al que llegaron las partes cumple con los anteriores requisitos 
para impartir su aprobación:  
 
3.1 Representación de las partes y capacidad para conciliar. 
 
A la luz del artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o 
parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 
público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado y de 
acuerdo con el artículo 54 del Código General del Proceso, éste señala que tienen 

                                                 
4 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  
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capacidad para hacer parte las personas que puedan disponer de sus derechos y 
las demás deberán comparecer por intermedio de sus representantes  o  
debidamente autorizadas por estos.  
 
En el sub-lite, la convocante GLORIA CECILIA ROJAS VALDERRAMA en su 
calidad de Sub comisario retirada de la Policía Nacional con asignación mensual 
de retiro, otorgó poder al abogado EDGAR MORA SILVA facultándolo 
expresamente para conciliar5. 
 
De su parte, la convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional por 
conducto de apoderado debidamente facultado para conciliar, acudió el llamado 
manifestando su ánimo conciliatorio6. 
 
3.2 Que no haya operado la caducidad. 
 
El Despacho advierte que en el presente caso se está controvirtiendo el reajuste 
de una prestación periódica y de tracto sucesivo, por lo tanto, para estos casos no 
hay lugar a aplicar la caducidad de la acción (Numeral 2° artículo 164 de la Ley 
1437 de 2011). 
 
3.3 Regulación sobre la materia objeto de conciliación  
 
El régimen salarial y prestacional previsto para los miembros de la fuerza pública 
en virtud de su especialidad y excepcionalidad (artículos 217 y 218 C.P), se 
encuentra regulado por diferentes normatividades las cuales se hace necesario 
revisar para dar trámite de aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio 
presentado.  
 
A través de la Ley 62 de 19937 el legislador otorgó al Presidente de la República 
facultades extraordinarias para modificar normas de carrera de la Policía Nacional, 
así: 

 
       “ARTÍCULO 7o. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la 
Constitución Política de Colombia, revístese al Presidente de la República de 
precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de noventa (90) días, 
contados a partir de la promulgación de la presente Ley, para los siguientes 
efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel 
Ejecutivo a que se refiere el artículo 1o. de la presente Ley, a la cual podrán 

                                                 
5 Folio 57 a 62 del expediente digital 
6 Folios 39 a 46 del expediente digital  
7 “Artículo 35. Facultades extraordinarias. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la  Constitución Política, 
revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de seis (6) meses 
contados a partir de la promulgación de la presente ley, para los siguientes  efectos: 
 
1. Modificar las normas de carrera del personal de oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional en las siguientes 
materias: 
 
a) Jerarquía, clasificación y escalafón. En cuanto a oficiales y suboficiales el Gobierno determinará los niveles jerárquicos, 
la clasificación y los requisitos para acceder a cada uno de ellos (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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vincularse Suboficiales, Agentes, personal no uniformado y de incorporación 
directa. Esta nueva carrera comprenderá los siguientes aspectos: 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales (…)” 
 

En desarrollo de dicha facultad extraordinaria, el Presidente de la República 
expidió el Decreto 132 de 1995, mediante el cual se desarrolló el régimen 
aplicable a los miembros del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, contemplando 
su ingreso, formación, ascensos, sistema de evaluación, traslados, suspensión, 
retiro, reincorporación, así como un régimen de transición para quienes se 
encontraban incorporados a ese nivel al momento de declararse inexequible el 
Decreto Ley 41 de 1994. Sin embargo, al fijar tal régimen el Gobierno no realizó 
ninguna precisión respecto a las asignaciones o pensiones de los miembros del 
nivel ejecutivo. 

 
En tal virtud, el Presidente de la República promulgó el Decreto 1091 de 1995 “Por 
el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995”, que 
en cuanto a la forma de pago y liquidación de las primas de servicio, navidad, 
vacaciones y subsidio de alimentación que disponen los artículos 4, 5, 11, 12 y 49 
señaló: 
 

“Artículo 4º. Prima de servicio. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de servicio 
equivalente a quince (15) días de remuneración, que se pagará en los primeros 
quince (15) días del mes de julio de cada año, conforme a los factores 
establecidos en el artículo 13 de este decreto.  
  
Artículo 5º. Prima de navidad. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago anual de una prima de 
navidad equivalente a un mes de salario que corresponda al grado, a treinta (30) 
de noviembre y se pagará dentro de los primeros quince (15) días del mes de 
diciembre de cada año, conforme a los factores establecidos en el artículo 13 de 
este decreto.  
   
Artículo 11. Prima de vacaciones. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de vacaciones 
por cada año de servicio equivalente a quince (15) días de remuneración, 
conforme a los factores que se señalan en el artículo 13 de este Decreto.  
   
Artículo 12. Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno Nacional.  
   
Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, 
al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del 
servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas. 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia; 
c) Subsidio de Alimentación; 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio; 
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones; (…)” 
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En el año 2004, el Legislador expidió la Ley marco 923, destinada exclusivamente 
a señalar los objetivos y criterios que debía seguir el Ejecutivo al momento de fijar 
el régimen pensional y de asignación de retiro de la Fuerza Pública, dentro de los 
que se encuentran los siguientes: 

 
“Artículo 2°. Objetivos y criterios. Para la fijación del régimen pensional y de 
asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Gobierno Nacional 
tendrá en cuenta además de los principios de eficiencia, universalidad, igualdad, 
equidad, responsabilidad financiera, intangibilidad y solidaridad los siguientes 
objetivos y criterios: 
 (…) 
 
3.3. Las partidas para liquidar la asignación de retiro serán las mismas sobre las 
cuales se fije el aporte a cargo de los miembros de la Fuerza Pública (…)” 
 

Posteriormente, el Gobierno Nacional, en desarrollo de lo dispuesto en la 
reseñada Ley marco 923 de 2004, expidió el Decreto 4433 del 31 de diciembre de 
2004 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de 
los miembros de la Fuerza Pública”, que en su artículo 23 estableció: 
 

 “Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 
(…) 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, las 
pensiones, y las sustituciones pensionales (…)” 

 
Igualmente, sobre la asignación de retiro de los miembros del Nivel Ejecutivo de la 
Policía Nacional, el Decreto 1858 de 2012 establece las partidas computables 
para su liquidación, que han sido contempladas en el Decreto 4433 de 2004, y 
dispone que esta prestación se liquidará tomando en cuenta las variaciones que 
en todo tiempo se introduzcan a las asignaciones en actividad, según el principio 
de oscilación, reiterando las disposiciones del Decreto 1091 de 1995.  
 
De conformidad con el marco jurídico antes señalado, y en consideración a los 
medios de prueba aportados al expediente, el Despacho concluye que a la 
convocante GLORIA CECILIA ROJAS VALDERRAMA, le asiste el derecho 
conciliado, por cuanto se le reconoció asignación de retiro mediante Resolución 
Nro. 3101 del 04 de mayo de 2015, efectiva a partir del 10 de mayo de 2015.  
 
Desde el año 2016, únicamente la asignación básica y la prima de retorno a la 
experiencia, fueron incrementadas con fundamento en el principio de oscilación, 
conforme los decretos anuales expedidos por el Gobierno Nacional, y las demás 
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partidas, subsidio de alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, 
de la prima de servicios y de la prima de vacaciones, permanecieron estáticas 
hasta el 2018 y fueron incrementadas desde el 2019, como se evidencia en la 
siguiente tabla: 
 
  

Partidas Valor año 2016 Valor año 2018 Valor año 2019 
Sueldo básico $ 2.814.492.00 $ 3.157.398.00 $ 3.299.481.00 
Prima de retorno 
experiencia 

$ 281.449.20 $ 315.739.80 $ 329.948.10 

Prima de navidad $ 307.532.50 $307.532.50  $ 321.371.46 
Prima de servicios $ 121.654.10 $ 121.654.10 $ 127.128.53 
Prima de vacaciones $ 126.723.02 $ 126.723.02 $ 132.425.56 
Subsidio de 
alimentación 

$ 46.968.00 $ 46.968.00 $ 49.081.56 

 
 
Por consiguiente, a la parte convocante le asiste derecho a que el subsidio de 
alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de 
servicios y de la prima de vacaciones, partidas computables en su asignación de 
retiro sean reajustadas con el principio de oscilación desde el año 2016 en que se 
presenta diferencia. 
 
Frente al pago de las diferencias que resulten a favor del convocante, por el 
incremento del valor de las partidas computables de la asignación de retiro, operó 
el fenómeno prescriptivo, razón por la cual únicamente procede el pago de las 
diferencias causadas a favor de Gloria Cecilia Rojas Valderrama, a partir del 5 de 
febrero de 2017 teniendo en cuenta que la solicitud se presentó el 5 de febrero de 
2020, tal y como quedó planteado en el acuerdo conciliatorio suscrito por las 
partes. 
 
Además de los aspectos atrás analizados, el Juzgado encuentra que el Acta de la 
referida Conciliación, plasma de manera completa, cada uno de los términos en 
que ésta se realizó, e indica claramente cuáles son los extremos sujetos a la 
obligación, las sumas de dinero, su concepto y el término dentro del cual 
cancelará dichos valores, dando así cumplimiento a las exigencias establecidas en 
el artículo 34 de la Ley 23 de 1991, en cuanto al acta de conciliación se refiere. 
 
Igualmente, se encuentra demostrado que el Acuerdo Conciliatorio se fundó en un 
objeto y causa lícitos, sin vicios en el consentimiento de las partes conciliantes y 
sin que se lesionen los intereses del Estado, o afecte el erario, en lo que fue 
materia de conciliación, pues se trata de los derechos laborales de que son 
titulares los exfuncionarios públicos, para lo cual debe existir una destinación 
presupuestal, máxime si previamente se encontraban reconocidos por la entidad 
nominadora. 
 
En conclusión, el Despacho considera que la fórmula de arreglo planteada por la 
entidad accionada y aceptada por la parte actora, cumple las exigencias previstas 
en la ley, por lo tanto conforme a lo previsto en el artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 que modificó el artículo 65A de la Ley 23 de 1991, aprobará el Acta de 
Conciliación Prejudicial suscrita el día 21 de julio de 2020, entre la señora 
GLORIA CECILIA ROJAS VALDERRAMA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
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DE LA POLICÍA NACIONAL –CASUR-, a través de sus apoderados debidamente 
acreditados, y ante el Procurador 4 Judicial II en Asuntos Administrativos. 
 
Por lo anterior, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito el día 21 de 
julio de 2020 entre la convocante GLORIA CECILIA ROJAS VALDERRAMA y la 
convocada CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, 
celebrado ante la Procuraduría 4 Judicial II para Asuntos Administrativos de 
Bogotá, en los términos y condiciones allí acordados, por las razones expuestas 
en la parte motiva. 
 
SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 
presta mérito ejecutivo. 
 
TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su 
costa la copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos 
del artículo 114 del Código General del Proceso. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 

 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Fanny Sánchez Pineda 
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00215-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, 
pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto citado en la 
referencia, como pasa a explicarse: 
 
Pretende la parte demandante, entre otras peticiones: “PRIMERA. Que se proceda a 
inaplicar por inconstitucional la frase "(...) y constituirá únicamente factor salarial para 
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud" registrada en el primer párrafo del artículo 1 del Decreto No. 
0382 de 2013, modificado por el Decreto 022 de 2014.”1 
 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 0382 de 
2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 1992: 
 

 “ARTÍCULO  1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el 
Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 y por 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 
cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para 
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se reconocerá a partir 
del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor 
público permanezca en el servicio y corresponde para cada año, al valor que 
se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 dentro del 
proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en sala plena de la 
Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS y con 
sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 donde se resolvió sobre 
impedimento relacionado con la pretensión de inconstitucionalidad y otorgamiento de 
carácter de factor salarial a la bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 
de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 
remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

                                                 
1 Hoja 01 PDF DEMANDA. Ver pretensiones demanda. 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 
causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 
demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 
dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 
proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 
favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 
despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 
la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 
decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 
General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 
las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 
fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 
efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 
incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 
manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 
proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 
salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 
creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 
de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 
manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 
fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 
implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 
con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 
hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 
razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 
conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 
del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 
se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 
contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 
situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 
respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 
consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la posibilidad 
de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de la bonificación judicial 
como remuneración con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, 
teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, 
converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica 
que esta instancia judicial se abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
 
En tal virtud, y a pesar de haberse tramitado con anterioridad en este despacho casos 
similares de acuerdo con los pronunciamientos del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca que no declaraban fundados los impedimentos de los jueces de esta 
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sección, acogiendo el citado precedente del Consejo de Estado, manifiesto impedimento 
para conocer del presente proceso y de igual manera, considero que los jueces 
administrativos también se encuentran inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, 
para el trámite de éste se dispone remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, para lo de su cargo4. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
DHC 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
 

 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. 
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

 
Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Emerson Rolando González Ramírez 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00217-00                     
            
Encontrándose el proceso al Despacho para admisión, se dispone, a través de 
Secretaría OFICIAR a la DIRECCIÓN DE PERSONAL de la EJÉRCITO NACIONAL, 
para que con destino al presente proceso allegue certificación en la que conste la 
siguiente información: 
 

1. Último lugar geográfico de prestación de servicios (ciudad o municipio) del 
señor EMERSON ROLANDO GONZÁLEZ RAMÍREZ identificado con la cédula 
de ciudadanía No. 5’827.409 de Ibagué, a efectos de determinar la 
competencia por razón del territorio del presente asunto, conforme a lo previsto 
en el numeral 3° del artículo 156 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo.  
 
2. Si el demandante se encuentra en servicio o activo o es miembro retirado 
del Ejército Nacional. En caso de ser miembro retirado informar a partir de 
cuándo y remitir toda la documentación correspondiente, en especial acto 
administrativo de retiro del servicio y de reconocimiento de asignación de 
retiro. 

 
TÉRMINO IMPRORROGABLE para dar contestación de cinco (05) días contados 
a partir del día siguiente a la notificación de esta providencia. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el 
correo electrónico el número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las 
partes. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales1 a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115672 y PCSJA20-115813, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 

                                                 
1 La gestión podrá realizarse a través de medios digitales mediante mensaje de datos al correo electrónico de la entidad o 
autoridad requerida según lo establecido en el artículo 2º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone: “Artículo 2. Uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso 
a la justicia, como también proteger a los servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho, para lo que corresponda. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DHC 

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
 

 



 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Omaira Abril Yepes 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de

Prestaciones Sociales del Magisterio 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00219-00                     
            
La Ley 1437 de 20111, en sus artículos 161 a 167 establece los requisitos de las 
demandas de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. El numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la demanda 
deberá contener “la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer 
valer. En todo caso, éste deberá aportar todas las documentales que se encuentre 
en su poder”. 
 
Así mismo, el artículo 166, numeral 2º, de la norma en cita dispone que a la 
demanda deberá acompañarse “los documentos y pruebas anticipadas que se 
pretenda hacer valer y que se encuentren en poder del demandante”. 
 
En vigencia del CGP aplicable por remisión normativa del artículo 306 del CPACA, 
se instituye allí la prohibición de solicitar al juez la práctica de pruebas para obtener 
información o documentos que las partes pudieron conseguir directamente o 
mediante derecho de petición, salvo causas justificadas3, y de igual forma 
respecto de las oportunidades probatorias, el inciso segundo del artículo 173 del 
CGP señala: “(…). El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, 
directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte 
que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá 
acreditarse sumariamente.” 
 
A la luz de las disposiciones contenidas en el CGP, estas promueven la solidaridad 
de las partes en la actividad y carga probatoria de acuerdo con lo normado en su 
artículo 78 numeral 8º y así mismo, se acude a la doctrina de la carga dinámica de 
la prueba4, estimulando el recaudo de las mismas con antelación a la promoción del 
proceso judicial. 
                                                 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
3 Código General del Proceso. “Artículo 78. Deberes de las partes y sus apoderados. Son deberes de las partes y sus 
apoderados: (…) 10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o por medio del 
ejercicio del derecho de petición hubiere podido conseguir.” 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-086 de 24 de febrero de 2016. MP. Jorge Iván Palacio Palacio. “Esta institución pretende 
que quien concurre a un proceso en calidad de parte asuma un rol activo y no se limite a refugiarse en la diligencia del juez 
ni se beneficie de las dificultades probatorias o mala fortuna de su contraparte. En otras palabras, “las partes en el proceso 
deben cumplir con el deber de diligencia en lo que pretenden probar. Ninguna debe obrar con inercia porque ello causa que 
las consecuencias adversas de la decisión sean deducidas en su contra. El proceso no premia la estrategia sino la solución 
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Por lo cual, se constituye en una carga de la parte demandante aportar los 
siguientes documentos: 
 

1.1. Certificado de salarios de los años 2017 y 2018 de la docente OMAIRA 
ABRIL YEPES. 

 
En caso de no contar la parte demandante con tales documentos, debe acreditar 
ante este Despacho que interpuso derecho de petición ante la entidad respectiva, 
allegando copia del mismo, respecto de la solicitud de prueba documental 
previamente relacionada en la demanda, dentro del acápite denominado “V. 
PRUEBAS Y ANEXOS – Prueba de oficio” (hoja 15 PDF “Demanda y Anexos”).  
 
Lo anterior, por cuanto es carga de la parte demandante allegar las pruebas 
documentales que pretenda hacer valer y que se encuentren en su poder, o en su 
defecto, debe acreditar la radicación de petición(es) elevada(s) ante la autoridad 
correspondiente para la consecución de las pruebas cuyo recaudo pretende 
trasladar al Despacho según el acápite ya mencionado del libelo introductorio. En 
caso contrario, se dará aplicación a lo previsto en el citado artículo 173 del Código 
General del Proceso y el Despacho se abstendrá de ordenar la práctica de las 
pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido 
conseguir la parte que las solicite. 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá integrarla en un sólo 
documento digital con todos los anexos (de preferencia formato PDF) y 
allegarla al correo de correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados 
Administrativos indicando en el asunto del correo electrónico lo siguiente: 
2020-00219 SUBSANACIÓN, esto a efectos del archivo digital de la 
correspondencia del expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115675 y PCSJA20-115816, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Omaira Abril Yepes en contra 
de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

                                                 
del conflicto con la participación de las partes”. En el ordenamiento jurídico colombiano el postulado del “onus probandi” (…) 
en el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil de 1970 con la regla según la cual “incumbe a las partes probar el 
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, con excepción expresa de los hechos 
notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas. 6.2.- Sin embargo, el principio de la carga de la prueba (onus probandi) 
es un postulado general que admite excepciones en cuanto a la demostración de ciertos hechos. Algunas excepciones son 
derivadas del reconocimiento directo de un acontecimiento por cualquiera que se halle en capacidad de observarlo debido a 
su amplia difusión (hechos notorios). (…) Y otras son consecuencia de la existencia de presunciones legales o de derecho, 
donde “a la persona el sujeto procesal favorecido con la presunción solo le basta demostrar el hecho conocido que hace 
creíble el hecho principal y desconocido, de cuya prueba está exento”.” 
 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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Prestaciones Sociales del Magisterio, por las razones expuestas en la parte 
motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial 
de la parte demandante a la doctora SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO 
VILLADA7, en los términos y para los fines del poder conferido visto a hojas 17 y 18 
PDF “Demanda y Anexos”.                             
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DHC 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2019, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
7 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 579047, a la fecha no registra sanciones en su contra. 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

 
Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Wilmer M. Chanchi 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00223-00                     
            
Encontrándose el proceso al Despacho para admisión, se dispone, a través de 
Secretaría OFICIAR a la DIRECCIÓN DE PERSONAL de la EJÉRCITO NACIONAL, 
para que con destino al presente proceso allegue certificación en la que conste la 
siguiente información: 
 

1. Último lugar geográfico de prestación de servicios (ciudad o municipio) del 
señor WILMER M. CHANCHI identificado con la cédula de ciudadanía No. 
1.065.097.648, a efectos de determinar la competencia por razón del territorio 
del presente asunto, conforme a lo previsto en el numeral 3° del artículo 156 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.  
 
2. Si el demandante se encuentra en servicio o activo o es miembro retirado 
del Ejército Nacional. En caso de ser miembro retirado informar a partir de 
cuándo y remitir toda la documentación correspondiente, en especial acto 
administrativo de retiro del servicio y de reconocimiento de asignación de 
retiro. 

 
TÉRMINO IMPRORROGABLE para dar contestación de cinco (05) días contados 
a partir del día siguiente a la notificación de esta providencia. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el 
correo electrónico el número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las 
partes. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales1 a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115672 y PCSJA20-115813, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 

                                                 
1 La gestión podrá realizarse a través de medios digitales mediante mensaje de datos al correo electrónico de la entidad o 
autoridad requerida según lo establecido en el artículo 2º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone: “Artículo 2. Uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso 
a la justicia, como también proteger a los servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
 
 

 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2020-00217 
 

2 

 

Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho, para lo que corresponda. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DHC 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
 

 


